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SALA CIVIL
ACCION POPULAR
Derecho colectivo al espacio público

Incentivo económico es un estímulo para aquellos ciudadanos que se preocupan por la protección de los derechos colectivos 
Al existir la vulneración al derecho colectivo aun cuando este se haya superado no se puede desconocer el incentivo, pues éste no pretende indemnizar por daños causados a quienes se vieron afectados por la acción de la parte demandada, al contrario, el legislador lo toma como un estímulo para aquellos ciudadanos que se preocupan por la protección de esta clase de derechos.

Fecha: 04 08 09

Rad. 2005 187

Acta 

Proceso: Acción popular

Problema jurídico: Determinar si a pesar de que haya cesado el evento por el cual se consideró la vulneración del derecho colectivo al espacio público y disfrutar de un ambiente sano, procede o no el incentivo determinado en el art. 39 de la Ley 472 de 1998. 

Decisión de primera instancia: No hay lugar a expedir orden contra la entidad demandada, por cuanto esta ya había retirado la valla publicitaria que atentaba contra el derecho al espacio público y procedió a conceder el incentivo. 
Decisión de la Sala Civil: Confirma 

MP José David Corredor Espitia. 

ACCION POPULAR

Derechos de los consumidores y usuarios

Información al consumidor de una promoción.

Información engañosa capaz de inducir en error a los consumidores y de afectar su comportamiento económico.

La publicidad engañosa puede provenir tanto del productor como del proveedor o expendedor, y en este caso por estar contenida en el empaque del producto que se presenta al público en el supermercado del expendedor, sin otra información que implique interpretación distinta que el ofrecimiento de un producto gratis, es el productor el responsable de la publicidad en los términos de las normas del Estatuto del Consumidor, y quien con su actuación vulneró los derechos de los consumidores, que fueron inducidos a error con una oferta pública gratuita que en realidad no lo era porque el producto que se entendía adquirido sin costo, lo tuvo, publicidad que sin duda fue determinante en el mercadeo del producto ofrecido al público general pues con el incentivo de gratuidad se induce a su compra. 
Fecha: 14 09 09

Rad. 10 2006 00321 01 (09 125)

Acta 66

Proceso: Acción popular

Decisión de primera instancia: Declaró que el productor y proveedor vulneraron los derechos de los consumidores y usuarios por el incumplimiento de la propaganda con incentivos del producto. 

Decisión de la Sala Civil: Confirma

MP Ana Luz Escobar Lozano.

Salvamento de Voto:  El engaño no se produjo por la oferta que realizó el productor. El desfase de publicidad, no se produjo por la oferta que realizó el productor, sino que se verificó al momento de introducirle el precio a los productos, es decir, cuando a los productos considerados en promoción o con incentivo, les asignó un valor mayor, produciéndose, dicho sea de paso, en términos de responsabilidad civil, una ruptura del nexo causal.

Y, como la asignación de precio, fue a cargo de la comercializadora a través de su establecimiento de comercio, definitivamente es al proveedor a quien le cabe la responsabilidad por la publicidad engañosa. 

MD César Evaristo León Vergara 
===========================================================================
CONTRATO DE COMODATO
Contrato de comodato precario

Extinción del término de duración pactado.

En el caso en estudio, como no se señaló término alguno para la restitución, se sobreentiende que la comodante quedó facultada para exigir la restitución en cualquier momento. 

El haber sometido el contrato a una condición, esto es, a un concepto técnico, no quita ni pone nada en relación con la precariedad del préstamo, porque las dos normas legales se están refiriendo con meridiana claridad a un término, esto es, a un plazo determinado dentro del cual el comodante no puede exigir la restitución: sólo podrá hacerlo al vencimiento del mismo, porque entonces termina el contrato. Y, como el concepto de plazo es distinto al de condición, no podemos forzar la norma, como lo alega la demandada, para variar la naturaleza precaria aludida. 
Fecha: 27 08 09

Rad. 12 1999 00695 01

Acta 25

Proceso: Abreviado de restitución de tenencia. Contrato de comodato precario.

Decisión de primera instancia: Negó las excepciones, declaró terminado el contrato de comodato precario y dispuso la entrega del inmueble objeto del contrato.

Decisión de la Sala Civil: Confirma

MP Julio César Cabrera Realpe.  

===========================================================================
CONTRATO DE MUTUO

Revisión de contrato de mutuo

Término para proponer excepciones. 

El demandado aunque se notificó por conducta concluyente del auto ejecutivo de pago, guardó silencio, lo que lleva a concluir que esa actitud refleja el consentimiento del deudor respecto de los valores cobrados en ese mandamiento de pago librado sobre la base de la obligación que pretende se revise, y que no podrían modificarse a través del trámite ordinario, toda vez que, cuando se presentó la demanda ordinaria ya existía sentencia en firme del ejecutivo y cuando se adjudicó el inmueble a la acreedora ya existía liquidación del crédito aprobada, de manera que en el  evento de emitir un fallo en beneficio del demandante, sería quebrantar la lealtad, la economía procesal y sobre todo, la seguridad jurídica, la cual impide que las censuras sobre la validez de un acto creador de obligaciones, sean resueltas por diferentes operadores de la justicia con decisiones completamente opuestas. 
Fecha: 03 08 09

Rad. 13 1999 00752 00

Acta 117

Proceso: Ordinario de Revisión de Contrato de Mutuo.

Decisión de primera instancia: declaró probada la excepción de pago y se accedió a la revisión del contrato de mutuo.

Decisión de la Sala Civil : Revoca y deniega las pretensiones de la demanda, en virtud de la extinción del derecho sustancial en que recaía el asunto objeto de controversia, como consecuencia de la preclusión del proceso por efecto de la existencia anterior y terminación del proceso hipotecario entre las mismas partes y sobre los mismos problemas jurídicos de discusión. 

MP Julián Alberto Villegas Perea.

============================================================================
EJECUTIVO SINGULAR

La representación.

Mandato comercial

Patrimonio autónomo. 
El mandato puede llevar o no a la representación del mandante.

Siempre que se trate de bienes entregados en fiducia mercantil, con los cuales se ha constituido un patrimonio autónomo, quien gestiona esos bienes por ser su propietario administrador, es precisamente la entidad fiduciaria pues es ella quien adquiere los derechos y obligaciones derivados del negocio jurídico. 

La representación es independiente del mandato; ni la representación es de la esencia del mandato ni todo mandatario es representante. 

Fecha: 18 08 09

Rad, 07 2006 00189 01

Acta 121

Proceso: Ejecutivo singular

Sentencia primera instancia: Demandante carece de un título con fuerza compulsiva que la legitime para demandar lo que deja sin efecto la orden de pago. 

Sentencia de la Sala Civil: Revoca y ordena seguir adelante con la ejecución contra los demandados.

MP. Julián Alberto Villegas Perea
======================
LAUDO ARBITRAL

Nulidad absoluta

Falta de poder o representación

Nulidad absoluta de quien contrató sin representación. 

A falta de precisión, hay que entender que en el poder no identificó el poderdante el fideicomiso por el que estaba actuando. La alegación de este hecho no aparece como tal en ninguna de las excepciones de mérito, ni en alguna otra discusión por la parte convocada. 

Fecha: 04 08 09

Rad. 00 2009 0006 00

Acta 24

Proceso: Recurso de anulación de laudo arbitral. 

Decisión: Mantener en todas sus partes el laudo recurrido, de la procedencia, fecha y contenido a que se ha hecho referencia, por no encontrar mérito alguno para anularlo. 

MP. Julio César Cabrera Realpe. 
LAUDO ARBITRAL
Recurso de anulación no es una instancia con las mismas características del de apelación.
Procede para impugnar las decisiones adoptadas por defectos procedimentales que afecten la garantía constitucional del debido proceso, o por yerros originados en eldesbordamiento de la decisión arbitral, es decir, sobre puntos no sujetos al pacto arbitral en cualquiera de sus dos modalidades: cláusula compromisoria o compromiso; por haber concedido más de lo pedido, o no haber decidido sobre puntos sujetos al arbitramento, para invalidar el laudo, corregirlo o adicionarlo según sea el caso, sin que sea factible que el Tribunal Superior entre a revisar las cuestiones de fondo del laudo impugnado. 
Por su propia estructura, el recurso de anulación tiene parámetros muy similares a los que rigen l recurso extraordinario de casación. 

Fecha: 22 09 09

Rad. 000 2009 0004 00

Acta

Proceso: Recurso de anulación de laudo arbitral

MP César Evaristo León Vergara. 

===========================================================================
NULIDAD ABSOLUTA

Liquidación de sociedad

Fuerza como vicio del consentimiento 

Es necesario tanto la intensidad de la amenaza, como el temor que se genera en la víctima. 

Tratándose de la fuerza como vicio del consentimiento, se ha dicho que no sólo deberá probar su existencia por quien la alega, sino que además, deberá establecer que por su intensidad, menoscabó la libre decisión del afectado. 

En el presente caso, el demandante no estaba ante un mal irreparable o  grave que le impusiera disolver la sociedad. De las confrontaciones entre los hermanos y socios relatadas por los testigos, no puede desprenderse la existencia de una serie de amenazas dirigidas a obtener que su hermano disolviera y liquidara la sociedad conformada de vieja data, pues ninguna declaración recaudada así lo relató. 
De acuerdo a lo manifestado por el demandante, lo más favorable, dada la tensa relación entre los hermanos, era terminar el contrato de sociedad, lo que se verifica con las actas de disolución y liquidación que obran en el proceso, y en las que se puede cotejar que el propio demandante es de quien surge la iniciativa de extinguir la sociedad. 

Fecha; 28 07 09

Rad. 13 2000 00177 01

Acta 35

Proceso: Nulidad absoluta de  Liquidación de sociedad.

Decisión de primera instancia: Negó las pretensiones de la demanda. 

Decisión de la Sala Civil del Tribunal Superior de Cali: Confirma

MP César Evaristo León Vergara 

========== 0 ===========

PRESCRIPCION EXTINTIVA DE LA ACCION CAMBIARIA.

Término prescriptivo

Notificación del mandamiento de pago a los demandados

La demandante suministró una dirección errada de los demandados. El juzgado no incurrió en error al atender el cumplimiento de la notificación. Apoderada de la demandante no fue lo suficientemente acuciosa y dejó vencer el plazo legal para notificar con efectos de interrupción del fenómeno prescriptivo con la fecha de presentación de la demanda.

Fecha: 10 06 09

Rad. 13 2002 00152 01

Acta 60

Proceso: Ejecutivo mixto

Problema jurídico: Término de prescripción de cuotas no pagadas.

Decisión de primera instancia. Declaró probada la defensa de prescripción de la acción cambiaria. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara probada parcialmente la excepción de prescripción de la acción cambiaria. 

MP Julio César Cabrera Realpe. 

===============================================================
PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN CAMBIARIA

Término de prescripción

El término prescriptivo empieza a correr  cuando el acreedor la hace efectiva por medio de la demanda ejecutiva., o de algún otro modo. 
La Sala Civil de la Corte Suprema sitúa en el ejercicio de la cláusula aceleratoria la fecha a partir de la cual comienza el término de prescripción, por ser éste facultativo del acreedor. Esta primera conclusión jurisprudencial deja sin piso la posibilidad de utilizarla retroactivamente. Otra conclusión es la de que ese ejercicio puede hacerse en la demanda, o de otro modo, por ejemplo, mediante un requerimiento por parte del acreedor al deudor en el que inequívocamente le dé a entender que da por vencida toda la obligación. Para el Tribunal, el problema, en el ejemplo, es de prueba. Entonces, como las entidades bancarias acostumbran a hacerlos por escrito, si en este consta una alusión inequívoca en tal sentido, ese escrito acreditará el empleo de la cláusula aceleratoria y se entenderá que desde la fecha del mismo quedó el crédito de plazo vencido y susceptible, por tanto, de cobro judicial en su totalidad.

Fecha: 03 07 09 

Rad. 02 1999 00417 03

Acta 19

Proceso: Ejecutivo hipotecario. 

Problema jurídico: 1) Supuesto error del a quo al no tener en cuenta las suspensiones del proceso al contabilizar el término de prescripción y 

2) la extinción total de la obligación pactada en pago por instalamentos. 

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción prescriptita de la cambiaria. 

Decisión de segunda instancia: Revoca parcialmene y declara probada la prescripción extintiva de la acción cambiaria en cuanto se refiere a los instalamentos impagados. 

MP Julio César Cabrera Realpe.   
=================================================================

PRESCRIPCION DE LA ACCION CAMBIARIA

Interrupción de la prescripción.

Término de la prescripción puede interrumpirse civil o naturalmente. 

“…si el deudor reconoce la obligación, si efectúa abonos a la deuda, si pide plazos, si ofrece garantías como la fianza o la hipoteca, etc., se produce la interrupción natural, por causa del deudor; en cambio si el acreedor rompe su inactividad y silencio entablando una demanda de cobro contra el deudor, se produce la interrupción civil, por causa del acreedor”. CSJ. Sent. 25 08 1975. MP. Alberto Ospina B.

En este caso, la demandada incurrió en mora. Demandante presentó demanda y se libró mandamiento de pago. El apoderado judicial de la demandada planteó la excepción de prescripción. La parte demandante antepuso la interrupción de la prescripción presentando varios documentos, como una carta firmada por la demandada en la que propone un acuerdo ofreciendo dación en pago de los predios embargados, cancelación de honorarios profesionales y un abono hecho a la obligación. 

Fecha: 13 08 09

Rad. 12 1999 00509 01

Acta 056

Proceso: Ejecutivo con título hipotecario. 

Decisión de primera instancia: Consideró que el término de prescripción se ha interrumpido por cuanto la deudora reconoció la obligación expresamente a través de un comunicado. 
Decisión de la Sala Civil Confirma ordenando que al practicar la liquidación del crédito se debe tener en cuenta los abonos realizados.

 MP. Jorge Jaramillo Villarreal. 

PRESCRIPCION DE LA ACCION CAMBIARIA

Demandante aduce responsabilidad del Juzgado en la ocurrencia de  la prescripción.
Los demandados se notificaron cuando ya habían transcurrido más de tres años y cinco meses, durante el cual es absolutamente evidente la prescripción sin que el demandante pueda esquivar su falta de diligencia ya que cambió varias veces de apoderado judicial, se demoró en cancelar la notificación personal, pidió aposición de sellos del Registro de la escritura de hipoteca por el juzgado, no estuvo presto a publicar el edicto emplazatorio; entre una y otra petición, transcurrieron más de tres años, en ese orden, resulta forzoso acudir a subjetivismos para liberar al demandante del principal acto de impulso que le compete. 

Fecha: 29 09 09

Rad. 09 2002 00319 01

Acta 078

Proceso: Ejecutivo hipotecario

Decisión de primera instancia: Encontró probada la excepción de prescripción, ordenó la terminación del proceso, la cancelación de las medidas cautelares y condenó en costas.

Decisión de la Sala Civil: Confirma

MP. Jorge Jaramillo Villarreal. 

===========================================================================
PRESCRIPCION EXTRAORDINARIA DE BIEN INMUEBLE. 

En este caso, aprecia la Sala que los testigos citados por el demandado no concurrieron al proceso y estudiados los dos únicos testigos de la demandante, concluye que no se demuestra la posesión que dice tener. En los hechos de la demanda, a través de su apoderado confiesa que el demandado compro el terreno, y con aportes de ella (la demandante) y sus hermanos, incluído el demandado, construyeron la casa, lo que lleva a la Sala a deducir que fue construida con aportes de todos. Tampoco es claro, quienes viven en el inmueble, si los papás y sus hijos, incluidos la demandante y el demandado.  

Ante esta situación, es evidente que la parte demandante no logró acreditar con un alto grado de verosimilitud que fuera ella poseedora única del bien pretendido.
Fecha: 27 08 09

Rad. 10 1999 01240 02

Acta 25

Proceso: Ordinario de pertenencia extraordinaria. 

Decisión de primera instancia: Declaró no probadas las excepcione de la parte demandada, y denegó las pretensiones. 

Decisión de la Sala Civil: Confirma

MP Julio César Cabrera Realpe. 

REVISION DE CONTRATO

Dación en pago

Cuando la obligación se extingue verbi gracia con la dación en pago, sin satisfacerse con la prestación u objeto inicialmente debidos, en sana lógica no puede hablarse de pago efectivo de la obligación (artículo 1626 del Código Civil), sino de extinción de la obligación, mediante una convención diversa del pago donde se acuerda la entrega de un bien diferente para solucionar la obligación, y la cosa entregada se mira como una equivalencia de lo debido, sin importar si es de igual o mayor valor. 

Con el pacto y realización de la dación en pago, el deudor renunció a cualquier litigio, surgido antes o con posterioridad a aquél, pues hubo consenso en torno, no sólo al valor de crédito a cargo del demandante, sino que con ello se finiquitó cualquier posibilidad de revivir dicha abdicación. Cualquier inconformidad que tuviera el deudor relativo al crédito hipotecario que le otorgó la entidad demandada, quedó zanjado con el otorgamiento y aceptación de las condiciones plasmadas. 

Fecha: 07 09 09

Rad, 12 2004 00361 (6401)

Acta 075

Proceso: Revisión de contrato. 

Decisión de primera instancia: Negó las pretensiones de la demanda. 

Decisión de la Sala Civil: Confirma

MP Flavio Eduardo Córdoba Fuertes.  
==================================================================
TITULO EJECUTIVO
Factura cambiaria de compraventa
Falta de exigibilidad

Inexistencia de la obligación

Plazo de pago.

En este caso, la Sala no encontró en el texto de la factura, ni en algún documento aliunde, o a través de algún otro medio de prueba acreditado el plazo de pago.
Por consiguiente, bien porque el documento carece de fecha de vencimiento, o porque aceptando que lo era el 1º de diciembre y cuando se demandó el pago no era aún exigible, el resultado es el mismo; la factura no era título ejecutivo, para ese entonces. Y, como en tratándose de procesos de ejecución, la sentencia es la última oportunidad para revisar que el título sea idóneo para ejecutar, la conclusión que se impone es la de revocar tanto la sentencia apelada, como el mandamiento de pago que no debió dictarse por falta de exigibilidad. 

Fecha: 27 08 09

Rad. 13 2003 00130 01

Acta 25

Proceso: Ejecutivo singular

Planteamiento jurídico: Requisitos de los títulos valores. 

Decisión de primera instancia: Declaró no probadas las excepciones que propuso la parte demandada. 

Decisión de la Sala Civil: Revoca la sentencia apelada y el mandamiento ejecutivo. 
MP Julio César Cabrera Realpe.  

===========================================================================

TITULO EJECUTIVO

Título en blanco

Instrucciones impartidas por el suscriptor del título.

Documentos no fueron diseñados para respaldar una obligación nacida a la luz de la ley marco de vivienda
Los títulos valores requieren ciertos elementos para que se constituyan en documentos válidos para ejercer los derechos en ellos incorporados. 

En los títulos en blanco, en el momento de su emisión no existe certeza sobre los elementos que lo conformarán. El derecho sólo se podrá ejecutar una vez el documento sea totalmente completado, para lo cual se debe cumplir fielmente las instrucciones impartidas por el suscriptor del título. 

En este caso, encontró la Sala que cuando la entidad demandante diligenció y presentó para su cobro el pagaré, desconoció las precisas instrucciones de los deudores en el proceso de integración del título, pese a la pretendida observancia de las normas de la ley 546 de 1999. 

También resaltó la Sala que, de conformidad con las cláusulas formateadas en el pagaré de contragarantía, en armonía con la autorización para llenarlo, emerge que tales documentos no fueron diseñados para respaldar una obligación nacida a la luz de la ley marco de vivienda, como que su contenido literal no corresponde al de un pagaré con las características propias de un crédito concedido para la financiación de vivienda a largo plazo, en donde claramente se especifique  la fecha de vencimiento de cada cuota, su forma de amortización, tasas de interés y demás particularidades de la ley de vivienda, que además permita inferir que su cobro puede realizarse por su equivalencia en UVR, pues evidentemente no estamos frente a una acreencia pagadera por cuotas periódicas o sucesivas, aspecto que aparece refrendado en el texto del instrumento, según el cuál, la obligación se hace exigible en su totalidad en un solo momento, esto, es pagadera en un solo instalamento. 
Fecha: 28 09 09

Rad, 07 2004 00168 01

Acta 70

Proceso: Ejecutivo hipotecario

Decisión de primera instancia: Dejó sin efecto el mandamiento de pago y terminada la ejecución, al estimar que carece de fuerza compulsiva el título que sustenta la pretensión en la forma presentada en libelo genitor, ordenando el levantamiento de las medidas cautelares. 

Decisión de la Sala Civil  Confirma.
MP Carlos Alberto Romero Sánchez. 

SALA DE FAMILIA
ACCION DE TUTELA

Procedencia

Pensión de vejez

Inclusión en nómina de pensionados

Dilación en la emisión de bono pensional.

Cuando la pensión de vejez se encuentra condicionada a la expedición de un bono pensional, y el trámite de este se prolonga en demasía, procede excepcionalmente la acción de tutela. 

En el entendido, entonces, que ya fue resuelto el derecho de petición por lo mismo que ya se expidió la resolución por la cual se reconoce la pensión, se modificará el punto primero de la sentencia para ordenar al Seguro Social realice en el término señalado las gestiones necesarias tendientes a incluir en nómina de pensionados al accionante, así como también se revocará el punto cuarto de la sentencia para ordenar a la Gobernación del Valle del Cauca suministre al Seguro Social durante igual término la información que se requiere sobre la confirmación de tiempos y factores salariares para la liquidación y pago del bono pensional que a ella corresponde, sin que esto constituya condición previa para que se haga la inclusión en nómina de pensionados por parte del Seguro Social, la cual deberá tener cumplido efecto mediante el pago de la pensión desde el mes inmediatamente siguiente al vencimiento de dicho término.
Fecha: 31 07 09

Rad. 07 2009 00355 01

Acta 055

Proceso: Acción de tutela.

Problema jurídico: Si la omisión en la expedición del bono pensional constituye un limitante para que se logre de inmediato el objetivo. 

Decisión de primera instancia: Tuteló los derechos de petición, mínimo vital y móvil, a la vida y dignidad de las personas de la tercera edad ordenando se dé respuesta al actor sobre su solicitud.

Decisión de la Sala de Familia: Modifica y ordena al ISS la inclusión en nómina de pensionados al actor y a la Gobernación del Valle suministre al ISS la información que se requiere sobre los tiempos y factores salariales del accionante.

MP Julio César Piedrahita Sandoval. 
============================================================================================================================================================== 
ACCION DE TUTELA

Debido proceso

Improcedencia contra decisiones adoptadas en el trámite de otra acción de tutela.  

La Corte Constitucional es el escenario jurídico para ventilar los posibles errores de los jueces de tutela. 

En guarda del derecho de igualdad de trato, que se quebrantaría si el actor de ahora se le concediera lo negado al del asunto así decidido por la alta corporación, mal haría el Tribunal en arrogarse un examen extraño a sus facultades, por ser pertenecientes a la Corte Constitucional en sede de revisión. 

Fecha: 23 07 09

Acta 58

Proceso: Acción de tutela.

Decisión Declara improcedente la acción de tutela.

MP Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos. 

Salvamento de Voto de M. Henry Cadena Franco.

======================================================================================================================================================

ACCION DE TUTELA.

Unión marital de hecho entre parejas del mismo sexo.

Acción de tutela contra particulares

. Indefensión como una de las causas excepcionales para que sea procedente la acción de tutela contra particulares. Agente oficio.
La comunidad de vida entre Esther Julia y Janeth fue abruptamente suspendida con el actuar de la señora madre de Janeth, quien de manera arbitraria decidió por su propia iniciativa llevar a su citada hija para la casa materna sin contar con el avenimiento de la compañera permanente, alejándola de esta forma de su entorno y el grupo familiar construido.

Convencida la Sala de Decisión que entre las señoras Janeth y Esther Julia ha existido una relación de pareja, estable y notoria, propia de compañeras permanentes, suspendida por razón de la enfermedad de una de ellas y luego por el inadmisible proceder de la accionada, así mismo, teniendo en cuenta las recomendaciones hechas por los profesionales que han atendido a Janeth durante su enfermedad, se estima que lo más conveniente para salvaguardar de manera transitoria las garantías fundamentales de Janeth, es que una vez el médico tratante determine que es pertinente la salida del centro médico asistencial en el que se encuentra recluida, regrese al lugar y en compañía de su pareja señora Esther, tal como se encontraba al momento inmediatamente anterior a su enfermedad. 

Fecha: 28 07 09

 Rad. 01 2009 00413 01

Decisión de primera instancia: Concedió el amparo como mecanismo transitorio.

Decisión de la Sala de Familia: tutelar los derechos fundamentales.

 MP Henry Cadena Franco.  
======================================================================================================================================================
CESION DE DERECHOS HERENCIALES.

Cesión hereditaria genérica.  
Desproporción entre el valor de los bienes de la sucesión conforme al inventario y avalúo realizado y lo negociado en escritura pública que soporta la cesión de derechos gerenciales. 

En este proceso encontró la  Sala de Familia, que lo que contiene la escritura pública es sin duda, una cesión hereditaria genérica, toda vez que en el objeto del contrato no se especifican bienes o derechos individuales que la partición asignaría al correspondiente cedente.

Resultaría de inevitable lógica que si el cesionario pagó la suma de cinco millones de pesos por unos derechos herenciales, no lo hizo para recibir en la sucesión la misma suma, toda vez que en el negocio está asumiendo ciertos riesgos vinculados a la existencia, la cuantificación, la titularidad en cabeza del causante o los causantes y las cargas y pasivos correspondientes. Un semejante negocio, así interpretado, carecería de causa.

Fecha: 01 07 2009

Rad. 03 2001 00964 01

Acta 61

Proceso: Sucesión. 

Problema planteado: Limitación de la cesión de los derechos gerenciales.

Decisión de primera instancia: Reconoce al recurrente como cesionario de los derechos gerenciales de los herederos, en cuantía de cinco millones de pesos, de conformidad con la escritura pública aportada en la solicitud. 

Recurso de Apelación: Solicita que el reconocimiento de cesionario de los derechos gerenciales debe aceptarse sin limitación de cuantía. 

Decisión de la Sala de Familia:Revoca.

MP. José Luis Aramburo Restrepo.  
======================================================================================================================================================  

INADMISIBILIDAD Y RECHAZO DE LA DEMANDA.
Petición de herencia.

Omisión de entrega de certificado de registro civil de nacimiento de uno de los accionantes. 

Mal puede pedírsele a una persona que busca que una sentencia diga que es heredero de determinado causante, exigírsele la prueba de ello para poder iniciar el proceso. 
Es claro que el certificado de registro civil de nacimiento de quien inicia un proceso de petición de herencia no es simplemente la prueba de su interés para actuar en el proceso de que se trata, esto es, un asunto previo, necesario para activar el aparato judicial. Se trata, por el contrario, de lo que técnicamente suele denominarse un asunto de “legitimación en la causa”, que consiste, ni más ni menos, en el derecho que se controvierte, aspecto que se decide en la sentencia y del que, por consiguiente, sólo puede preguntárselo al juez al momento de proferir la decisión. Mal puede, en síntesis, pedírsele a una persona que busca que una sentencia diga que es heredero de determinado causante, exigírsele la prueba de ello para poder iniciar el proceso. 
Fecha:05 08 09

Rad 07 2008 00504 01

Acta 77

Proceso: Ordinario. Petición de herencia.

Decisión de primera instancia: Rechazó la demanda, porque no subsanó, toda vez que no allegó el certificado de registro civil de nacimiento.

Decisión de la Sala de Familia: Revoca y dispone que se admita la demanda. 

MP José Luis Aramburo Restrepo. 
======================================================================================================================================================
INCIDENTE DE NULIDAD

Causales de nulidad

Liquidación de sociedad patrimonial

Incidente de nulidad con fundamento en las causales 4 y 5 del artículo 140 del Código de Procedimiento Penal. 

Fecha: 01 07 09

Rad. 07 2006 00309 01

Acta 59

Proceso: Liquidación de sociedad patrimonial.

Recurso de apelación contra providencia que decidió negativamente incidente de nulidad.

Decisión de primera instancia: Negó la petición.

Decisión de la Sala de Familia: Confirma

MP José Luis Aramburo Restrepo. 

======================================================================================================================================================

PATRIA POTESTAD.

Privación.

El derecho que otorga la patria potestad no es absoluto e infalible. No puede ejercerse legítimamente en provecho personal de quien la detenta

Demandado utilizó y manipuló a su hija como instrumento de venganza hacia su pareja.  
En este asunto, el demandado ejerció los derechos que la patria potestad le otorga sobre su hija menor, solo para su propio provecho, y en consecuencia, ejerció tales derechos de manera ilegítima, por lo que no puede entonces permitírsele que continúe manipulando, dominando y afectando con su comportamiento a su hija y por ello se le debe privar de la patria potestad.
Fecha: 19 08 09

Rad. 09 2004 00605 01

Acta 

Proceso: Divorcio de matrimonio católico. 

Decisión de primera instancia: Decretó la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico, disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal, fijó alimentos a cargo del demadado a favor de sus hijos menores, fijó alimentos a favor  del cónyuge por ser el demandado culpable del divorcio y dispuso que la patria potestad seguirá en cabeza de ambos cónyuges. 
Decisión de la Sala de Familia: Revoca y priva al demandado del ejercicio de la patria potestad que tiene sobre sus hijas. 

MP Henry Cadena Franco.

Salvamento de Voto: Los cónyuges fijaron su domicilio en Italia. Como esa radicación en suelo extranjero era con ánimo de permanencia, no cabe duda de que ahí tenían establecido el domicilio conyugal. En virtud de lo prescrito en los artículos 6 y 62 de la Ley 33 de 1992, el Estado colombiano carece de jurisdicción para conocer y definir una causa de divorcio como la que aquí se desgajó como consecuencia el tema de la patria potestad, verdadera materia de la alzada.
MD Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos. 

======================================================================================================================================================
RECURSO DE QUEJA
La denegación del recurso de apelación se justifica en que la ley procesal no atribuye al auto recurrido el recurso de apelación. Esta conclusión no ha sido ni siquiera controvertida por el recurrente, quien confunde, de manera inexplicable, la legalidad del auto recurrido, que sería motivo de la apelación si ella resultare concesible, con la legalidad de la decisión de no otorgarle la apelación. Es claro que sin destruir la validez de la negación de la apelación, controvertir el auto apelado es una tarea intrascedente jurídicamente.

Fecha: 01 07 09

Rad. 01 2005 01222 02

Acta 58

Proceso: Recurso de queja.

Decisión de la Sala de Familia: Declara bien denegado el recurso de apelación y compulsar copias para que se investigue la eventual temeridad en que se haya podido incurrir.
MP. José Luis Aramburo Restrepo. 
======================================================================================================================================================
SEPARACION DE BIENES
Incumplimiento de los deberes de uno de los cónyuges.

Alejamiento en el deber de cohabitación. 
Inscripción de la sentencia en el registro civil
Asiste razón al a-quo para acceder a las pretensiones pues se comprobó el alejamiento del demandado del domicilio constituido con su esposa y los hijos,  incumpliendo sus deberes como esposo y padre y sin causa que lo justifique, incurriendo, por tanto, en la causal en estudio, al actuar en contravía de los fines para los cuales está instituido el matrimonio, como es el de la vivienda en común, la crianza de los hijos, y el auxilio mutuo entre los cónyuges y entre éstos y los hijos.  Se confirmará, por consiguiente, la sentencia, por estar ajustada a derecho.

 Deberá corregirse el punto “ TERCERO ” en cuanto a la mención que de las partes se hace como “ los excónyuges ” por cuanto las partes no tienen tal calidad, y en su lugar ha de entenderse que se ordena registrar la sentencia en el registro civil de matrimonio de los cónyuges y en el de nacimiento de cada uno de ellos, y adicionarse el mismo en relación con la orden de inscribir la sentencia en el libro de varios, en cuanto que tal inscripción debe surtirse en la  Registraduría Especial, Auxiliar o Municipal de esta ciudad que la Registraduría Nacional del Estado Civil autorice para ello, de conformidad con el artículo 77 de la ley 962 de 2005, que modificó el artículo 118 del decreto - ley 1260 de 1970, modificado por el artículo 10 del decreto 2158 de 1970, con expresa advertencia de que es formalidad con la que se entiende perfeccionado el registro, sin perjuicio de anotar que la inscripción que también se ordena en el registro civil de matrimonio de los cónyuges y en el de nacimiento de cada uno de ellos tiene el carácter de información complementaria
Fecha: 03 07 09

Rad. 03 1991 003383 01

Acta 

Proceso: Verbal. Separación de bienes.

Decisión de primera instancia: Decretó la separación de bienes, disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal, registrar la sentencia en el registro civil de matrimonio de los excónyuges, en el registro civil de nacimiento y en el libro de varios. 

Decisión de la Sala de Familia: Confirma y corrige en cuanto a la mención que de las partes se hace como “excónyuges” , ordena registrar la sentencia en el registro civil de matrimonio de los cónyuges y en el de nacimiento de cada uno de ellos, y adiciona en relación con la orden de inscribir la sentencia en el libro de varios, que se llevará a cabo en la Registraduría del Estado Civil. La sentencia se entiende notificada en la audiencia. 

MP.- Julio César Piedrahita Sandoval.

Salvamento de Voto.  Dr. Carlos Hernando Sanmiguel Cubilllos. 
Salvamento Parcial de Voto: Dr. José Luís Aramburo Restrepo.
TRAMITE DE LA SUCESION

Anexos de la demanda

Error intrascendente para los efectos de la apertura del proceso.

Causante aparece en la partida de bautismo con el nombre de Ana Rubi, mientras que en el registro civil de defunción aparece con el de Ana Rubby
Para el juzgado no resulta factible declarar la apertura del proceso de sucesión de Ana Ruby Hoyos Castaño, por cuanto la causante aparece en la partida de bautismo con el nombre de Ana Rubi Hoyos Castaño, mientras que en el registro civil de defunción aparece con el de Ana Rubby Hoyos de Rincón, o sea que para el juzgado no se trata de la misma persona, no por sus apellidos o el apellido de casada, ya que según la demanda estuvo casada con Gilberto Rincón Castaño, sino porque en el prenombre del primero aparece Ana Rubi y en el segundo Ana Rubby, lo cual no deja de ser error intrascendente para los efectos de la apertura del proceso con base en el registro civil de defunción, mas corregible por sus herederos para ajustar la inscripción a la realidad en la forma y en los términos previstos en el artículo 90 del decreto 1260 de 1970, o sea para que “ Rubby ” en el prenombre del segundo de los nombres de la causante aparezca con la doble consonante “ b “ o con sólo una y el uso de la vocal “ i ” o la “ y ”, antiguamente llamada griega, toda vez que no se trata de una corrección del estado civil o de los elementos esenciales distintos de la identidad de la difunta por cuanto se reitera que no hay duda de ella, la cual requiere de decisión judicial en firme.
Fecha: 25 11 09

Rad. 08 2008 00771 01

Acta 102

Proceso de Sucesión

Decisión de primera instancia: Rechazó la demanda por cuanto no se subsanó en cuanto al nombre de 
la causante.

Decisión de la Sala de Familia: Revoca.

MP Julio César Piedrahita Sandoval. 

SALA LABORAL
ACCIDENTE DE TRABAJO.
Fallecimiento del trabajador.
Indemnización moratoria por el no pago de las prestaciones sociales.

Dice el artículo 216 del CST: “Cuando exista culpa suficiente comprobada del patrono en la ocurrencia del accidente de trabajo o en la enfermedad profesional, está obligado a la indemnización total y ordinaria por perjuicios”

Cuando se trata de actividades de alto riesgo le corresponde a quien genera el riesgo la carga de probar que cumplió con las medidas de seguridad que aquellas imponen so pena de presumirse la culpa en su actuar. Durante el proceso se pudo probar que tanto la empleadora directa como la entidad beneficiaria de la obra en donde perdió la vida el trabajador estuvieron prestas en ejecutar todas las acciones de protección de aquel, efecto para el cual proporcionaron los elementos que imponen la seguridad e higiene industrial muy a pesar de lo cual el accidente tuvo ocurrencia sin que se les pueda imputar, de otra parte, descuido o negligencia en el manejo de las máquinas operadoras. La totalidad de la prueba recaudada tiene una misma dirección: la ocurrencia de un caso fortuito y la ausencia de culpa patronal.

Por otra parte, aclara la Sala que se equivocó el juez de primera instancia en forma grave en tanto no atendió la circunstancia de estar probado en la consignación de las prestaciones sociales del trabajador fueron consignadas con un manifiesto retardo respecto de la fecha de su fallecimiento. Debe hacerse un reconocimiento de la indemnización moratoria, como bien lo establece el artículo 65 del C.S.T. En el caso concreto no se justifica la mora en  el pago en el pago de los derechos prestacionales, correspondiéndole al empleador la carga de de hacerlo si requería ser absuelto de dicho cargo. La mala fe es presumible en el retardo de aquellos derechos, y la misma no ha sido desvirtuada, por lo tanto, la condena debe proceder. La Sala procede a condenar solidariamente al pago de la indemnización moratoria a la empleadora directa, a la empresa propietaria de las obras donde el trabajador falleció, y a la aseguradora que expidió la póliza que garantizó a la empresa de energía el pago de los derechos laborales que pudieran corresponderles a los trabajadores de la contratista dentro de los cuales se encuentran las indemnizaciones como la que ha quedado determinada.

Fecha. 22 07 2009.

Radicación. 760013105 012 2004 00317 01.

Acta. 18.

Proceso. Apelación de Proceso Ordinario.

Petición. El pago de los perjuicios materiales y morales ocasionados por la muerte del cónyuge, sus prestaciones sociales y la indemnización moratoria, indexación y costas del proceso.

Decisión de Primera Instancia. Absuelve a las demandas de todas las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia y condena a las demandadas y a la empresa aseguradora llamada en garantía al pago de la indemnización moratoria.

Magistrado Ponente. Fabián Vallejo Cabrera.
=================================================================================================================================================================================================================================
CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS.

Existencia del vínculo laboral
Así un vínculo laboral sea denominado como un contrato de prestación de servicios, mientras contenga los elementos de la prestación personal del trabajador, la continuada dependencia y subordinación a la que se encuentra sometido el trabajador y la remuneración como contraprestación del servicio, será un contrato de trabajo.

Para que sea declarada la existencia de un contrato laboral, sin importar si se ha celebrado el contrato de manera verbal o escrita, se requieren los tres elementos esenciales del contrato laboral, sin los cuales, no puede identificarse como tal; la continuada dependencia y subordinación a la que debe encontrarse sometido el trabajador, la prestación personal del servicio, la remuneración como contraprestación del servicio.

En cuanto al contrato de prestaciones de servicios, el contrato celebrado por las partes se anotó que la labor del demandante se debía de prestare en forma independiente, sin subordinación y acepta expresamente que el presente contrato de carácter civil, y que además correspondía a una naturaleza civil o comercial ajena, por tanto al estado laboral. Por principio lo que las partes expresen en el texto escrito de un documento se debe tener como coincidente con su voluntad real razón por la cual lo que da cuenta aquel es lo que tiene existencia jurídica. No obstante ello el ordenamiento jurídico permite que las partes desvirtúen esa condición demostrando debidamente que lo contenido en dicho texto no coincide con la realidad. Esta posibilidad se da teniendo en cuenta que muchas veces la voluntad formal del trabajador expresada en el contrato  lejos está de coincidir con la voluntad real presente en la ejecución del contrato contenido en aquel. Cuando estas dos voluntades han salido a flote la segunda desplaza la primera por mandato constitucional y legal al consagrar el principio de la primacía de la realidad sobre las formas.

De acuerdo al material probatorio allegado al proceso, se concluye que “la relación contractual que unió a las partes y que calificaron de naturaleza civil no coincide con lo real dado que se ocultó un negocio jurídico de naturaleza laboral. Esto, por cuanto es manifiesto que las acciones desplegadas por ambas partes corresponden a las de una relación laboral en tanto que el demandante, para ejercer la actividad de vendedor externo, se encontraba bajo la continuada dependencia y subordinación de la demandada y, así mismo, percibía por tales razones un pago que si bien se estableció a título de comisiones, su periodicidad  indica que correspondía a un salario el cual era sufragado de manera mensual y en algunos periodos su valor dependía del tiempo que laborara el demandante, cumpliendo de esta manera con los requisitos consagrados en el artículo 23 del C.S.T”.

Por otra parte, es obligación del empleador que realice la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, el empleador desatendió el pago de los aportes, y por lo tanto, el Tribunal ordenará que la empresa demandada efectúe el pago de los aportes al mencionado Sistema, junto con el de Salud, haciendo expresa claridad que la suma que se determine no será pagada al trabajador sino a la entidad administradora que él indique, esa orden también conlleva el pago de los intereses moratorios.

FECHA: 22 07 2009.

RADICACIÓN: 76001310500720060046600.

ACTA: 18.

PROCESO: Apelación Proceso Ordinario Laboral.

PETICIÓN: Se condene al pago de cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicio, vacaciones, aportes a la seguridad social, subsidio de transporte, comisiones por cartera, indemnización por no consignar cesantías, auxilio de transporte, vacaciones, costas y agencias en derecho.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA: Absolver a la empresa de los cargos formulados en su contra por el demandante.

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA: Revocar la sentencia del Juzgado.

MAGISTRADO PONENTE: Fabián Vallejo Cabrera.
=================================================================================================================================================================================================================================
CONTRATO DE TRABAJO
Existencia de contrato

Actividad propia de un trabajador oficial
La jurisprudencia laboral ha sostenido que la regla general es que quien presta sus servicios a un ente territorial es un empleado público y sólo por excepción podrá ser trabajador oficial el que se ocupa en la construcción y sostenimiento de las obras públicas, sin que sea suficiente para este último caso que el servidor público cumpla funciones de aseo en los inmuebles del demandado, pues ello no determina que quién trabaje en esos menesteres adquiere por esa sola circunstancia la calidad de trabajador oficial, de .lo que resulta forzoso concluir que tales actividades en nada están relacionadas con la construcción y sostenimiento de obras públicas.

Fecha: Julio 22 de 2009

Rad. 0004-2004-637

Act. N° 014

Proceso ordinario laboral

Pretensión: reconocimiento de la existencia de contrato de trabajo, el pago de las cesantías y sus intereses, reliquidación de las vacaciones remuneradas, primas legales y extralegales, la indemnización por despido sin justa causa y demás prestaciones laborales. 

Decisión de primera instancia: condena al demandado al reconocimiento y pago del auxilio de transporte, pero declara la prescripción de las prestaciones causadas con antelación al 18 de septiembre de 2001

Decisión de segunda instancia: revoca la sentencia de primera instancia y absolve al demandado de las pretensiones.

M.P. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.
===========================================================================
CONTRATO DE TRABAJO.

Existencia
Carga de la Prueba.

Son  temas de prueba obligatorios para el demandante  el de la existencia de la relación laboral, el fuero y el despido.
El trabajador afirma la existencia de  la relación laboral  indefinida, que el empleador niega rotundamente, por lo que toda la carga de la prueba  debió asumirla  el demandante haciendo uso de los medios probatorios que da el ordenamiento tales como documentos, interrogatorio de parte para lograr  la confesión , testimonio, inspección judicial, de los primeros  no hizo uso  porque ni siquiera se postulo  o pidió probar el contrato, ni pidió interrogatorio de parte, ni solicitó declaraciones de terceros, y en la inspección no se allegó documentos de presentación personal de servicios, subordinación habitual y permanente, y la remuneración. Si el actor esta afiliado  a un sindicato no es presunción  de que sea trabajador de determinada empresa, ya  que en esa modalidad de sindicato  es posible que un trabajador sea afiliado sin tener empleo, lo cual es permitido en la ley colombiana hasta por un año  con aprobación de la asamblea general, luego debe  el actor asumir la carga de la prueba  que den  conocimiento de la relación labora.

FECHA: 30 de  junio del 2009

RADICACIÓN No. 76-001-31-05-012-2006-0311-00

ACTA: No. O40

PROCESO: Ordinario 

PRETENCIÓN: La demanda tiene como objeto ser reintegrado  al mismo cargo que laboraba  y el pago de todos  los salarios y prestaciones sociales y los aportes a la seguridad social dejados de pagas desde el despido  hasta cuando sea efectivamente reintegrado y costas.

Decisión de primera instancia: absolvió a la parte demandada de todos los cargos formulados y condeno a costas a la parte demándate en virtud que no se probo el contrato.

Decisión de Segunda Instancia: La sentencia apelada, por las razones aquí expuestas. Segundo: costas  a cargo del demandante

.Magistrado Ponente: Antonio José Valencia Manzano
==========================================================================
CONTRATO VERBAL.

Prueba del contrato verbal.
Habiendo libertad de prueba, para demostrar la relación laboral se tiene en cuenta las pruebas allegadas  al proceso y la conducta procesal de las partes asumidas durante el proceso y los indicios que se infieran de ellos. Al proceso fueron allegadas le copia de certificado expedido por  la Cámara de Comercio de Cali, en el cual consta que la parte demandada es la administradora de  el establecimiento de comercio. También se encuentra fotocopia  de la liquidación de las prestaciones sociales, del demandante,  en la cual consta lo siguiente: tipo de contrato, verbal; fecha de ingreso; fecha de retiro; motivo del retiro, unilateral; tiempo de servicio; salario promedio; auxilio de transporte; total de liquidación por cesantías, intereses  a las cesantías, vacaciones e indemnización. También hay pruebas copias de libros auxiliares donde aparecen gastos médicos sufragados por la parte demandada a la parte demandante, y entre otras pruebas… Demostrados los elementos de la relación laboral y del contrato  de conformidad  con el articulo 22 CST, lleva a cabo aplicar la presunción  de que esa relación de trabajo al tenor del artículo 24 regida por un contrato de trabajo a termino indefinido.

FECHA: 10  de junio de 2009

RADICACIÓN No. 76-001-31-05-004—2004-00419-00

ACTAS: No.041

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Que se declare la existencia de un contrato a termino indefinido que termino por despido unilateral injustificado de la demandad y que como consecuencia se condene a cancelar indemnización por despido injusto, reajuste de pretensiones sociales como cesantías e intereses  y prima, indemnización moratoria por el pago  oportuno de las prestaciones sociales, indexacion, todo lo que resulte probado, costas y agencias en derecho. 

Decisión de primera instancia: Absolvió a la parte demandada de todos y cada uno de los cargos formulados  por la parte demándate y condeno a costas al actor.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca la parte resolutiva apelada, para en su lugar: condenar a la demandad  a pagar indemnización por despido injustificada, cesantías, intereses  a las cesantías, vacaciones y primas. Segundo Absuelve de los demás pedimentos. Tercero: condena a costas a  ambas partes.

Magistrado: Dr. Luis Gabriel Moreno Lovera
===========================================================================
INCREMENTO PENSIONAL POR CÓNYUGE

Prescripción. Indexación. 

Establece el Acuerdo 049 de 1990 que el pensionado será beneficiario de los incrementos pensionales que en él se otorgan siempre y cuando acredite la existencia de una cónyuge o compañera, la dependencia económica de ésta y la ausencia de beneficio pensional alguno a su favor. Afirma el Tribunal que el reajuste operará en cuantía equivalente al 14% que se aplicará a un monto equivalente a una pensión mínima legal y correrá a partir del 1 de mayo de 2007 sin que la prescripción lo llegase a afectar dado que entre el reclamo administrativo y el reconocimiento de la pensión no transcurrieron tres años. Los montos resultantes de las condenas que se profieren se indexaran en el momento de su pago. La Sala condena al ISS a reconocer y pagar al demandante el incremento por cónyuge en cuantía del 14% de la pensión mínima hasta le fecha y los que se causen en adelante.

FECHA: 22 07 2009.

RADICACIÓN: 760013105 009 2008 00214 01

ACTA: 18.

PROCESO: Apelación Proceso Ordinario Laboral. 

PETICIÓN: Se condene al ISS al reconocimiento y pago del incremento de pensión por cónyuge a partir del 31 de enero de 2007, indexación y costas del proceso.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA: Absuelve al ISS de las pretensiones relativas al incremento por compañera a cargo.

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA: Revoca la sentencia apelada.

MAGISTRADO PONENTE: Fabián Vallejo Cabrera.

=================================================================================================================================================================================================================================
PENSIÓN

Régimen de transición.

Factor salarial
El régimen de  transición  establecido por las partes convencionales, sindicato y empleador, obliga a éste en virtud del articulo 48 CCT-2004, que remite al anexo1 jubilaciones que es  reproducción textual  del articulo 104 de la CCt-1999, que por  interpretación sistemática de esta con su anexo pertinente, el cual  contempla como factores salariales todo lo percibido por el pensionante en el ultimo año de servicios, incluyendo  la prima de vacaciones y la antigüedad, para dar lugar a la reliquidación de la pensión, objeto  del proceso.

Interpretando sistemáticamente  las normas CCT-2004 y CCT- 1999, se llega  de todas formas a la conclusión final  que  el actor es beneficiario del articulo 48  regimen de transición – CCT/2004, que remite al articulo  104 de la CCt-1999, el que dispone  que la pensión se liquide con el 90% del promedio de lo devengado en el ultimo año de servicio,  es decir  que se debe incluir como factores, entre otros, prima de vacaciones y prima de antigüedad y continuidad.

Luego no hay duda  que al actor  se le debe liquidar la pensión  incluyendo la prima de  vacaciones y la prima de antigüedad, reclamadas, y aplicando  la regla del 90% a la sumatoria promediada. Conforme al articulo 66 “A”  del C.P.T y SS., reformado  por el Articulo 35 de la ley 712 del 05 de diciembre de 2001, no  habiendo sido materia de ataque la liquidación, ni los guarismos, como tampoco operaciones, a lo expuesto se limita el estudio, y se confirma la decisión del a quo.

FECHA: 10 de junio del 2009

RADICACIÓN No. 2007-0474-00

ACTAS: No.041

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Que se declare que accedió el 9 de marzo de 2005 a la pensión por cumplir los requisitos convencionales, que la demandada no puede abstenerse de promediar primas  de vacaciones y primas de antigüedad. 

Decisión de primera instancia: condenó  a la empresa a pagar la reliquidación de la pensión  de jubilación indexadas

Decisión de Segunda Instancia: Confirma, la decisión de primera instancia.

Magistrado Ponente: Antonio José Valencia Manzano.
===========================================================================
PENSIÓN DE INVALIDEZ

Intereses Moratorios.
El pago de los intereses moratorios y la indexación son tópicos que se excluyen entre sí mismos. 

En caso de mora en el pago de las mesadas pensionales, contenida en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, quedan comprendidas las pensiones que se forman dentro del sistema ya como pensiones de vejez, de invalidez, ora de sobrevivientes.

Y no solamente las que se concedan cumpliendo con los requerimientos de los artículos 31,33, 39 y 46 de la citada normatividad, sino también aquellas que se formaron en los regímenes anteriores administrados por el ISS, esto es, las de vejez que quedaron a cargo del Sistema de Seguridad  Social Integral que se conceden regidas por las reglas del artículo 36 de la Ley 100 o régimen de transición, por satisfacer los requisitos previstos en los artículos 12 y 25 del Acuerdo 049 de 1990 y causadas en vigencia de la Ley 100 de 1993, y las que por interpretación jurisprudencial también quedaron incorporadas al Sistema con el cumplimiento de estas exigencias, dentro de las cuales están comprendidas las pensiones de sobrevivientes como la que se reclama en el sub lite.

Desde luego se revocará la condena impuesta por concepto de indexación en tanto se accede a la de intereses moratorios y bien es sabido que estos tópicos son excluyentes así lo tiene enseñado la jurisprudencia de la CSJ por lo que procede la una o la otra pero nunca las dos dado que en el fondo tienen un fin similar.

Fecha. 22 07 2009.

Radicación. 760013105 004 2008 00683 01.

Acta. 18.

Proceso. Apelación de Proceso Ordinario.

Petición. Reconocimiento de la pensión de invalidez a partir del 10 de febrero de 2003, mesadas adicionales, indexación, los intereses moratorios y las costas del proceso.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS a reconocer y pagar la pensión de invalidez de origen común, en monto igual al salario mínimo legal de cada anualidad. Condenar al ISS a la indexación mes a mes, las mesadas causadas. Absuelve al ISS de las demás pretensiones (intereses moratorios)

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la indexación y en su lugar condena a al pago de los intereses moratorios.

Magistrado Ponente. Fabián Vallejo Cabrera.
PENSION DE INVALIDEZ

Requisitos de la pensión de invalidez.

Condición más beneficiosa

Dignidad humana 

La dignidad humana se ve comprometida en el caso de la invalidez y de la familia desamparada, pues el sustento económico derivado de la pensión, les permite suplir algunas necesidades, producto de la pérdida del causante ora de suplir o complementar las dificultades derivadas de una discapacidad. La dignidad humana, conlleva a que el hombre, no sea tratado como un instrumento o medio, al servicio de la seguridad social, sino un fin en sí mismo, lo que conduce a que, la seguridad social esté al servicio de la persona y no lo contrario.

En ese orden de ideas, negar la pensión de invalidez o de sobreviviente, ante el cambio normativo descrito, a pesar de cumplirse los requisitos de la Ley 100 de 1993, en su redacción primigenia, implica un desconocimiento de la dignidad humana, en la medida en que se trata a la persona como un medio en el que el fin es la protección del sistema y no lo contrario.

En el caso concreto, el demandante, demandó al Instituto de seguros Sociales, con el fin de que se le reconozca la pensión de invalidez por riesgo común, por tener una disminución de la capacidad laboral en un 50.93%, con fecha de estructuración, el 03/08/2004 y contar con más de 26 semanas con anterioridad al estado de invalidez.

Las pruebas recaudadas, indican que el demandante padece de una cardiopatía isquemica con insuficiencia cardiaca hipertensión arterial, de origen común con una disminución de la capacidad laboral del 50.93% (folios 2 y 51 a 59); en los tres últimos años anteriores a la estructuración de la invalidez cotizó 32 semanas y en toda la vida laboral cotizó 172 semanas (folios 3,4,37,38,41,42,44 a 50; el actor nació el 20 de enero de 1961 (folio 65), lo cual implica que el 20 de enero de 1981, cumplió 20 años, acreditando una fidelidad al sistema del 14.21%, lo cual conlleva a que en principio no cumpla con los requisitos de la Ley 860 de 2003.

Aplicando el contenido normativo de la Ley 100 de 1993, en su redacción primigenia, el actor dentro del año anterior a la estructuración de la invalidez cuenta con 31.14 semanas, lo cual le da derecho a la pensión de invalidez, encuadrando tal situación en la hipótesis prevista en el literal b del artículo 39 de dicha ley, con fundamento en lo dicho en otro aparte de esta providencia, Es de notar que, en vigencia de Ley 100 de 1993, en su redacción primigenia cotizó 70.57 semanas.
Fecha: 23 06 09

Rad. 08 2006 124

Acta 035

Proceso: Ordinario. 

Pretensión: Pensión de invalidez, mesadas adicionales, intereses moratorios. 

Decisión de primera instancia: Absolvió al ISS de las pretensiones.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y condena al ISS a cancelar la pensión de invalidez junto con los incrementos de ley, las mesadas adicionales y los intereses moratorios. 

MP Carlos Alberto Oliver Gale. 
PENSION DE JUBILACIÓN. 
Reliquidación.

 Convención colectiva de trabajo. 
En aplicación del principio de favorabilidad, la norma del régimen de transición , (Anexo 1), resulta ser mas garantista para el pensionado que la norma general de liquidación de prestaciones de que trata el Anexo II, por ende prevalece. Adicionalmente el principio de especialidad permite hacer prevalecer la norma de régimen de transición, sobre la general de régimen de liquidación de prestaciones. 

Por último si se mira el artículo 48 de la Convención Colectiva de Trabajo 2004-2008, (Anexo II) que regula en forma general la liquidación de la pensión de jubilación, también incluye la prima de vacaciones, y prima  de antigüedad.

 En materia de requisitos, para acceder al derecho, se debe haber laborado para entidades del sector público no menos de 20 años y además cumplir 50 años de edad.  Y en punto a la cuantía se dispuso que alcanzará “el 90% del promedio de salarios y primas de toda especie devengados por el trabajador en el último año de servicio”.  Sí esta es la regla jurídica que por voluntad de las partes se debe aplicar a las personas beneficiarias de la transición a fin de determinar el monto del derecho no encuentra razonable la tesis de la demandada en tanto pretende sin sentido lógico inaplicarlas desconociendo flagrantemente el contenido del anexo 1 de la convención de 2004 que expresamente dispone lo contrario. Y menos hay razón para dar aplicación al conjunto de disposiciones de la convención de 1999 que el anexo 1 de la de 2004 reproduce  absteniéndose de hacerlo respecto del aparte del artículo 104 que regula en forma transparente la manera en que se determina la base a la cual se le aplica el 90%  del que habla el articulo 104, pues tal proceder implica una caprichosa escindibilidad normativa que jamás fue intención de las partes.  

En el presente caso, quedó plenamente establecido, con el documento obrante a folio 5,  que la Sra. LUZ MARINA RAMIREZ, laboró para el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI  desde el 16  de Abril de 1979 hasta el 31 de Enero de 1981, y para EMCALI EICE, desde  el 7 de marzo de 1989, hasta el 30 de Septiembre  de 2007, o sea por más  de 20 años, y en la fecha de reconocimiento de su pensión de jubilación, 1º de Octubre de 2007, contaba con 51 años de edad, por lo tanto era beneficiaria del régimen de transición (art. 48 Convención Colectiva del 2004),  y le era aplicable el artículo 104 de la convención colectiva de trabajo vigente  entre 1999 y 2000. 

Por tanto debe incluir la demandada en la reliquidación de la pensión como factores salariales las primas de antigüedad y de vacaciones  devengadas  en el último año  de servicios  por la demandante.

Fecha: 22 07 09

Rad. 05 2008 00266

Acta 041

Proceso: Ordinario. 

Pretensión: Pretende la demandante la reliquidación de la pensión de jubilación en razón a que la demandada no tuvo en cuenta como factor salarial de liquidación los valores pagados por prima de vacaciones y prima de antigüedad, horas extras y descansos compensatorios, los cuales fueron percibidos y devengados durante su último año de servicios, y que no fueron tenidos en cuenta para la liquidación de su  pensión de jubilación. 

Decisión de primera instancia: Condenó a reliquidar la pensión de jubilación. 

Decisión de la Sala Laboral: Revoca  declarando fundadas las excepciones de inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido respecto de la no inclusión de otras acreencias laborales en la reliquidación y condena a reliquidar teniendo en cuenta factores salariales. 

MP Carlos Alberto Oliver Gale.  
=================================================================================================================================================================================================================================
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES

Cónyuge y compañera permanente
Deben acreditar convivencia con el causante hasta su muerte.
Juez de instancia a pesar de que fue consiente que la demandante no hacía vida conyugal con el pensionado al momento de su fallecimiento, decidió concederle la pensión de sobreviviente argumentando que los veinte años de convivencia no pueden pasar desapercibidos. 

En caso que la pensión de sobrevivientes se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido  con el fallecido no menos de cinco años continuos con anterioridad a su muerte.

El juez de primera instancia falla a favor de la compañera permanente que convivió con el causante durante 22 años, pero, el fallecido luego contrajo matrimonio con otra persona. El fallo del juez va encaminado al tiempo de convivencia del causante con la demandante, pero no tuvo en cuenta que la demandante ya no hacía vida marital con el causante. Ahora bien, se revoca la sentencia porque ninguna de las personas que se discutían el derecho demostró su calidad, y en su lugar se absuelve al ISS de todos los cargos formulados en su contra.

Es importante recalcar que cuando dos personas se discuten el derecho a la pensión de sobrevivientes se debe  demostrar su existencia legal y expresa de haber convivido con el causante más de cinco años con anterioridad a su muerte y que dicha convivencia esté dada al momento del fallecimiento de este. 

Fecha. 07 07 2009.

Radicación. 760013105 008 2007 00183 01.

Acta. 16.

Proceso. Apelación de Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, retroactivo y costas del proceso.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes por el fallecimiento de su compañero y permanente y el concepto retroactivo, desde el momento en que se causó el derecho, hasta el 30 de abril de 2009.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia apelada. 

Magistrado Ponente. Fabián Vallejo Cabrera.

======================================================================================================================================================


PENSION DE VEJEZ.
La pensión de vejez no puede obtenerse mediante reconocimiento oficioso. 

No puede el ISS desarrollar su objeto como ser de la seguridad social de manera oficiosa.

La norma 13 del decreto 758 de 1990 establece la necesidad de petición de parte de ahí que no pueda el I. S. S., desarrollar su objeto  como ser  de la seguridad social de manera oficiosa, lo cual no impide establecer planes y programas para los prepensionados, pero si reconocer la autonomía del afiliado referente a la fecha de goce de la pensión, la cual viene determinado, por supuesto, por la libre elección del momento del jubileo, punto que sin duda  se perfila con la posibilidad de no pensionarse a pesar de cumplir o tener  ya satisfecho los requisitorios pensionales.

Pues la ley le concede sin obligación de retiro, la calidad de trabajador hasta tanto él lo determine, lo cual puede hacer para potenciar su pensión y así recibir más ventajosa su mesada, ya que puede seguir cotizando hasta el cumplimiento de los 65 años de edad.

Así las cosas, a la óptica de la Sala debe mediar la comunicación sobre la desafiliación del sistema, obligación que no es del I. S. S., averiguarla, excepcionalmente no tendría razón no conceder la pensión al ciudadano extrabajador, trabajador afiliado o desafiliado al Sistema de la Seguridad Social  que así lo pidiese teniendo 65 años de edad, pues pierde sentido tal requisito al establecerse como término para potenciar la mesada mediante cotizaciones  posteriores a los 60 años solo durante cinco años.
Fecha: 30 06 09

Rad. 10 2007 00633 01

Acta 

Proceso: Ordinario.

Pretensión: Reconocimiento y pago del retroactivo de la pensión de vejez y los intereses moratorios.
Decisión de primera instancia: Condenó al ISS

Problema planteado: Si el derecho a pensión de vejez se puede obtener mediante reconocimiento oficioso.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca la sentencia apelada y absuelve al ISS. 

MP Carlos Alberto Carreño Raga. 
PENSION DE VEJEZ.

Indemnización sustitutiva. 

Imprescriptibilidad del derecho reclamado. 

“Así las cosas, esta Sala de decisión, expresa la imprescriptibilidad del derecho reclamado, derecho que fue objeto de respuesta negativa por parte del I.S.S., aunque sin pronunciamiento expreso de fondo al considerar no ser obligación suya tal predicado.

Sobre el punto cabe destacar conforme al Artículo 37 de la ley 100 de 1993 que hay lugar al derecho reclamado, lo obliga, el conocer que en el año 2005 realizó la petición de ese derecho (hecho 5º de la demanda) así como su edad, pues a la fecha tiene más de 65 años, debiéndose adicionar que en la liquidación de la indemnización se atenderá solo las semanas cotizadas al I.S.S., todo ello de la forma y diseño preceptuado en el Artículo 37 de la ley 100 de 1993, no se considera ajustado a derecho entender perdido el derecho a la Indemnización Sustitutiva por el mero hecho de efectuarse el traslado al RAIS, pues esa Indemnización como tal se hace por supuesto incompatible con el goce de la pensión, pero si no la hay, como es éste el caso, tal incompatibilidad se hace inexistente, no pudiendo de otro lado, predicarse, sin haberlo así consagrado el legislador, que el mero traslado al otro régimen traduce aniquilamiento de su derecho indemnizatorio, como para llegar a expresar que siendo jubilado por invalidez no le surge derecho a la de vejez, a más de ser la interpretación contraria la más perversa para el trabajador, es desconocer protección conforme a la ley a un ciudadano mayor de 60 años que le cotizó al I.S.S. en vigencia de la ley 100 de 1993 y lo reconocido no es para nada configurativo de un pago indebido, pues solo se trata de una interpretación constitucional sobre la prescripción y de favorabilidad entre la lectura de la ley 100 de 1993 y en particular de su Artículo 37.

Es de precisarse que el literal J del Artículo 13 de la ley 100 de 1993 cuando establece no poder ningún afiliado gozar simultáneamente pensiones de invalidez y de vejez, se cree no hace relación a impedir mejorar la situación pensional de invalidez con un mejor ingreso por la de vejez. 

Las anteriores consideraciones dejan sin piso las excepciones propuestas por el I.S.S., incluyendo la de prescripción.”

Fecha: 31 07 09

Rad. 01 2006 00623 01

Acta 22

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reconocimiento y pago de pensión de vejez o en subsidio la indemnización sustitutiva de pensión de vejez. 

Decisión de primera instancia: Absolvió al ISS y al Fondo de Pensiones Santander S.A. declarando extinguida por efectos prescriptitos la indemnización sustitutiva de pensión de vejez.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y condena al ISS a pagar la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. 

MP Carlos Alberto Carreño Raga.  

PENSIÓN DE VEJEZ

Pago del Incremento Pensional del 14% por cónyuge y del 7% de hijos discapacitados.

Los intereses moratorios se causan por el incumplimiento en el pago de las mesadas pensionales, no siendo procedente la condena por este concepto en los incrementos pensionales

Señala el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 emanado del ISS, aprobado mediante Decreto 758 de 1990, que las pensiones mensuales de invalidez y vejez se incrementarían en un 14% sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero permanente del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión. Queda claro que el reconocimiento de los incrementos pensionales sólo procede para aquellos beneficiarios del régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, a quienes se les aplica el régimen anterior al que se encontraban afiliados. 

El incremento del 14% debe liquidarse sobre el salario mínimo vigente para cada época y para tener derecho a él se debe acreditar la condición de cónyuge o compañero permanente, la dependencia económica respecto del pensionado y el no disfrute de pensión alguna. En el caso de hijos inválidos el incremento del 7% debe liquidarse sobre el salario mínimo de cada época; debe acreditarse la condición de hijo, la dependencia económica respecto del pensionado y el no disfrute de pensión alguna. Al caso concreto, el actor demando al ISS con el fin que le sea reconocido el incremento del 14% por compañera y el 7% por sus 5 hijos inválidos.

Los intereses moratorios se causan por el incumplimiento en el pago de las mesadas pensionales, no siendo procedente la condena por este concepto en los incrementos pensionales, toda vez que, estos no son mesadas, y además con la indexación se presenta la actualización del dinero por la pérdida del poder adquisitivo de la moneda en razón del fenómeno inflacionario que afecta a la economía en general. Con lo que el dinero por incremento ha debido recibir el pensionado tiempo atrás, se ve disminuido a la fecha cursante, luego entonces, se daría una doble condena por conceptos que tienen igual finalidad. En ese sentido se revoca la sentencia impugnada de absolver al ISS de los intereses moratorios previstos en la Ley 100 de 1993. confirma en lo demás.

FECHA: 23 06 2009.

RADICACIÓN: 010-2008-856.

ACTA: 035.

PROCESO: Apelación de Proceso Ordinario.

PETICIÓN: El reconocimiento y pago del incremento pensional del 14% por su cónyuge y un 7% por cada uno de sus cinco hijos discapacitados.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA: Condena.

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA: Absuelve respecto a los intereses moratorios.

MAGISTRADO PONENTE: Carlos Alberto Oliver Gale.

SALA PENAL
ANTIJURICIDAD MATERIAL.

Estupefacientes.

Dosis personal.

El imputado es un consumidor de droga a quien se le incautó una dosis cuyo exceso sobre el mínimo autorizado es insignificante. 

El comportamiento del acusado no causó daño cierto ni su actuar tiene ni tenía potencialidad para dañar intereses sociales percibibles, porque la conducta carece de antijuridicidad material.

El imputado es un consumidor de droga a quien se le incautó una dosis cuyo exceso sobre el mínimo autorizado es insignificante y por ello, desde esta perspectiva, resulta injusto, pecaminoso, insólito, estúpido e irrazonable sancionarlo penalmente -como bien lo adujo la togada- y si esta es la realidad histórica del asunto y no a otra conclusión se llega sino a la de revocar el fallo del 6 de julio del año 2009 proferido por el JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO con funciones de conocimiento de esta ciudad, por lo que se absolverá a RUBÉN DARÍO CORTES JARAMILLO, bajo el criterio de la antijuridicidad material del acto.

Fecha: 21 09 09

Rad. 03 21 09 09

Acta 

Conducta punible: Porte de estupefacientes.

Tema : Dosis personal.

Decisión de primera instancia: Condenó a 75 meses de prisión.

Decisión de la Sala Penal: Revoca y absuelve.

MP. Ranulfo Guerrero Guerrero.
===========================================================================
COAUTORIA IMPROPIA.

Dispositivo amplificador de la coparticipación.

El dispositivo amplificador de la coparticipación, concretamente en la modalidad de coautores, hace referencia a la pluralidad de agentes que intervienen en el hecho. Si bien es cierto que el inciso 2 del artículo 29 de la ley 599 de 2000 solo consagra como coautoría aquella en la que los agentes, “mediando un acuerdo común, actúan con división de trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte”, también lo es que tanto la doctrina como la jurisprudencia han referido tradicionalmente dos clases de participación plural de personas en la realización de conducta punible, coautoría propia e impropia, según cada uno de los varios autores realice en forma simultánea o sucesiva, aunque conjunta a la conducta típica.

En el subjudice logra notarse con claridad, que se presenta el fenómeno de la coautoría impropia, toda vez, que en la realización del ilícito intervino una pluralidad de sujetos.

Aunado a lo anterior, existió un acuerdo común, expreso y previo para la realización de los punibles de Receptación y Falsedad Marcaria y dominio funcional del hecho, actuando con división de trabajo, pues de una parte, los dos sujetos estaban en la posibilidad de detener el proceso causal material que emprendieron para la realización de los punibles, y de otra, cada uno asumió un rol determinante haciendo un aporte objetivo para la consumación del propósito criminal, precisándose en este sentido, que no se trata de verificar la realización material que cada cual en la proporción de su actuar lleva a cabo, sino en la medida en que coadyuva en la consolidación del resultado integral de la acción cumplida por todos, aún cuando la misma aisladamente valorada pareciera no subsumirse en el tipo penal respectivo.

Fecha: 07 09 09

Rad. 03 2005 00013

Acta 206

Conducta punible: Lesiones personales agravadas, hurto calificado agravado tentado, fabricación y tráfico de armas de fuego o municiones, receptación y falsedad marcaria. 

Decisión de primera instancia: Condenó a los procesados.
Decisión de la Sala Penal: Modifica reconociendo tiempo cumplido y confirma en lo demás.

MP. Esperanza Durán Ariza.
COMPETENCIA

Impugnación de competencia.

Personal perteneciente a las Fuerzas Armadas

Actos ilícitos que no pueden ser considerados como del servicio.

El ejercicio del servicio y la actividad de las fuerzas militares y de policía obedece al estricto marco trazado por el cumplimiento de sus fines y funciones constitucionales y legales. Cuando se rebasan esos límites, en consecuencia, se entiende que tales comportamientos no pueden ser entendidos como propios del servicio y, por ende, amparados por el fuero para efectos de juzgamiento; lo cual implica, ineludiblemente, la asunción de dicha función por parte de la jurisdicción ordinaria.

Y ese trasunto resulta aplicable, indudablemente al caso sometido a estudio y cuya competencia debe definir esta Colegiatura. En efecto. Tal como se consignó en inicios de este proveimiento, es el contexto del escrito de acusación presentado por la Fiscalía General de la Nación, marco de referencia de obligada consulta para dirimir este asunto.

Se ha puesto de presente en lo que hace referencia al contexto fáctico dentro del escrito de acusación presentado por el FISCAL ONCE ESPECIALIZADO que por lo menos dos (2) de las cuatro (4) víctimas u occisos, consecuencias de los hechos suscitados el día 4 de enero de 2007, los cuales tuvieron como protagonistas a los acusados referenciados en dicha pieza procesal, recibieron mortales heridas cuando se encontraban en absoluto estado de indefensión e inferioridad, lo cual fue aprovechado por los miembros de la patrulla militar que actuó, descartando que hubiese existido combate entre grupos e, infiriendo, desde luego, la comisión de sendos delitos de Homicidio calificado, conjuntados bajo la figura del concurso material y homogéneo.

Dibujado el acontecer en esas condiciones es de aseverar que no pueden considerarse como actos propios del servicios tales actuaciones, pues al rompe se determina un exceso o un rompimiento radical del esquema funcional del organismo castrense, que desde luego no puede contemplar ni contempla dentro de su facultades  dar muerte en tal forma a quien sea o se presuma oponente o contra quien se deba asumir el cumplimiento de alguna misión oficial.

Fecha: 01 10 09

Rad. 01 2007 80015

Conducta punible: Homicidio calificado.

Decisión del juez de conocimiento: Declaró competencia.

Decisión de la Sala Penal: Confirma

MP Ranulfo Guerrero Guerrero.
===============================================================================================================================================================================================================================================================================================================================================================================
DEBIDO PROCESO. DERECHO DE DEFENSA.

Requisito de inmediatez. 

Procedencia de la tutela contra sentencias judiciales.

Vulneración permanente en el tiempo.

Si bien de manera objetiva no se cumple con el requisito de inmediatez pues la tutela se intenta tres años y medio después de culminado el proceso del que se demanda su anulación, lo cierto es que la jurisprudencia constitucional ha establecido que resulta admisible pasar por alto esta situación cuando se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo.
En el presente, definitivamente la vulneración que alega el actor ha permanecido en el tiempo y tan actual es, que la misma lo tiene ad portas de perder su libertad pues en el mes de julio de 2009, por no presentarse ante el Juez de Ejecución de Penas a firmar el acta de compromiso y prestar caución prendaria a lo que lo obligaba la concesión de la Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena por parte del Juez de Conocimiento, aquel funcionario inició el incidente para revocar este beneficio lo que de suyo implica la inminente ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Además, el desconocimiento mismo del actor del proceso penal que se seguía en su contra hace realmente desproporcionado exigirle que acudiera antes al Juez Constitucional. 

Así, la Sala encuentra que la acción de tutela fue interpuesta cuando el accionante se enteró que pesaba una sentencia ejecutoriada en su contra, incluso antes de verse eventualmente privado de su libertad, de manera que teniendo en cuenta que efectivamente puede estarse in curso en la causación de un perjuicio irremediable, la Sala dará por cumplido el requisito de inmediatez.
 La irregularidad procesal que se alega definitivamente tiene un efecto decisivo en las decisiones que se solicita se dejen sin efectos y perturba los derechos fundamentales del señor  pues, entre otras cosas, el fallo de enero de 2006 se fundamentó en pruebas que no fueron controvertidas. 
Fecha: 24 08 09

Rad. 00 2009 00490 00

Acta 131

Proceso: Acción de tutela. 

Decisión de la Sala Constitucional: Tutelar los derechos al debido proceso y derecho de defensa y como consecuencia, declarar la nulidad de todas las actuaciones surtidas en el proceso penal a partir de la declaratoria de persona ausente y ordena que se surta un nuevo proceso penal, sometido integralmente a las garantías constitucionales y legales del debido proceso. 

MP Juan Manuel Tello Sánchez. 

DESCUBRIMIENTO DE LOS ELEMENTOS MATERIALES PROBATORIOS

Momentos procesales habilitados para realizar el denominado descubrimiento probatorio.

El descubrimiento de los elementos materiales de prueba consiste  “en que la Fiscalía y la defensa suministren, exhiban o pongan a disposición de la contraparte todas las evidencias y elementos probatorios de que dispongan; y anuncien todas las pruebas cuya práctica solicitan para ser llevadas a cabo en el juicio oral, para respaldar su teoría del caso” (Subrayado de la Sala)
La normatividad que regula este instituto procesal, se encuentra soportada en la Carta política, en su artículo 250 modificado por el artículo 2  del acto legislativo 03 de 2002, el que precisa “En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General o sus delegados deberán suministrar, por conducto del Juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e informaciones de que tenga noticia incluidos los que sean favorables al procesado” (Subrayado fuera del texto)

Dicha disposición se encuentra concretada también en los artículos 8, 125, 142 numeral 2, 288, 337, 344, 345, 346, 356 y 415 de la ley 906 de 2004.

Debe precisarse que el descubrimiento probatorio se encuentra establecido en dos direcciones tanto desde la Fiscalía hacia la defensa, como de la defensa respecto de la Fiscalía, claro está incluyendo aquí la víctima como sujeto a favor de quien deben hacerse descubrimiento probatorio las dos partes antes aludidas.

Dicha obligación de descubrimiento conlleva la garantía, del principio de igualdad de herramienta y oportunidades para las partes en contienda en virtud a encontrarnos ante un procedimiento adversarial, concretado aquí en cabeza del indiciado, imputado o acusado según el momento procesal en su derecho de defensa, y que los actos procesales converjan en el fin de garantizar el cumplimiento de los principios que regulan el debido proceso probatorio como son: igualdad, imparcialidad, legalidad, lealtad, objetividad, inmediación, contradicción y publicidad.

Con fundamento legal podemos afirmar tres son los momentos procesales básicos –pero no los únicos- que se relacionan primordialmente con el descubrimiento probatorio: 

i) Cuando el Fiscal remite al Juez el escrito de acusación con sus anexos, al cual pueden acceder los intervinientes (artículo 337 ibídem); 

ii) Dentro de audiencia de formulación de acusación (artículo 344 ibídem); y 

iii) En desarrollo de la audiencia preparatoria (artículos 356 y 357 ibídem).
Fecha: 04 11 09
Rad. 193 2006 82567

Acta SA 283

Conducta punible: Acceso carnal con menor de catorce años en concurso con incesto. 

Decisión: Revoca parcialmente el auto interlocutorio.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 
===========================================================================
EXTINCION DE LA PENA

Suspensión condicional de la ejecución  de la pena.

Duración del período. 

Juez concedió la suspensión condicional de la ejecución de la prueba sin especificar la duración del período de prueba. 

De entrada debe decir la Sala que revocará el auto interlocutorio apelado y con ello, el Magistrado Ponente se mantiene en la posición que desde el año próximo pasado sostuviera pues la resolución de esta clase de situaciones no se pueden dejar al arbitrio del Juez para que pasado el tiempo, por ejemplo seis (6) meses, un (1) año y hasta cinco (5) o diez (10) después del tiempo del periodo de prueba, se produzca una decisión revocando un subrogado que no fue objeto de control por la inoperancia del propio Estado.
Conforme a la ley se impone que los Jueces de Ejecución de Penas deben estar pendientes del vencimiento de los términos de esos períodos, para que al día siguiente de su cumplimiento, el mismo produzca la resolución respectiva, terminando definitivamente la actuación.
Fecha: 30 07 09

Rad. 16 2002 00016 

Acta 121

Conducta punible: Hurto agravado.

Decisión del juzgado: Revocó la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Decisión de la Sala Penal: Revoca el auto interlocutorio apelado y declara la extinción de la pena. 

MP. Juan Manuel Tello Sánchez. 

Salvamento de Voto: Para determinar la viabilidad jurídica de la extinción de la pena lo sustancial es conocer si el condenado cumplió o no las condiciones que el juez le impuso. En este caso no cumplió con la obligación de cancelar los perjuicios materiales que le fueron impuestos. 

E vencimiento del período de prueba no es causal de extinción de la pena.

MD Víctor Manuel Chaparro Borda. 

===========================================================================
ESTUPEFACIENTES

Dosis personal

Porción incautada rebasa la cantidad señalada y permitida por la ley. 
Juez al examinar cada caso debe ponderar no sólo la calidad de adicto del portador sino también la cantidad de sustancia portada

En este caso puntual, se dice que la señora  es adicta a la droga y que por lo tanto la marihuana que portaba en cantidad de 110.8 gramos – superior a la permitida por la Ley – era para su propio consumo, pero como viene de verse no interesa si es adicto o no o si por primera vez iba a consumirla, lo cierto es que esa porción rebasa la cantidad señalada y permitida por la propia Ley y, por tanto, la conducta es punible, en principio.

Esta situación no ha sido contradicha por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, como se cree, pues en la sentencia del 18 de noviembre de 2008 radicado 29183 con ponencia del Dr. José Leonidas Bustos se absolvió al acusado aduciendo ausencia de antijuridicidad material porque la cantidad que excedía el mínimo era de sólo 9.9 gramos respecto a los 20 gramos de marihuana máximo permitido por la Ley 30 de 1986 como dosis personal, es decir, que esos 9.9 gramos de marihuana sólo alcanzaban a exceder la dosis personal pero ni siquiera en la mitad, mientras que en este caso la cantidad encontrada a la acusada excede en casi seis veces la llamada dosis personal que como se dijo es de sólo 20 gramos. 

Así a simple vista, es posible observar que la Corte no habría prohijado una situación de estas con tal cantidad de exceso puesto que ella se ha referido a “cantidades insignificantes o no desproporcionadas” y además ha dicho que las mismas per se no conllevan a la falta de antijuridicidad material pues es el Juez el que al examinar cada caso debe ponderar no sólo la calidad de adicto del portador sino también la cantidad de sustancia portada, tal como lo reiteró en sentencia de julio 8 de 2009 con ponencia del Dr. Yesid Ramírez Bastidas radicado 31531.
Fecha: 21 08 09

Rad. 193 2009 97498

Acta 046

Conducta punible: Porte de estupefacientes.

Decisión de la Sala Penal: Confirma auto apelado.

MP Juan Manuel Tello Sánchez. 

JUEZ DE CONTROL DE GARANTIAS

Labor del juez de control de garantías 

Juez de control de garantías fue ineficiente, ajeno a su finalidad y función.

Para la Sala este proceso muestra grandes deficiencias y debilidades, especialmente en lo que atañe a la labor de los jueces de control de garantías y conocimiento. Del primero hay que decir que se limitó a cumplir de manera formal todo el trajín concerniente a la legalización de la captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. De cara al segundo cometido de la Fiscalía, -imputar-, fue absolutamente acrítica la funcionaria, pues si bien es cierto no era de su resorte discutir la adecuación de la conducta, por lo menos lo era la posibilidad de respecto de aclarar el bagaje o fundamento fáctico de los cargos, que mostraba a un grueso de personas, cinco (5), sin antecedentes, honestas, comunes y corrientes, comprometidas en un hecho singular, seguramente de la autoría y responsabilidad de una sola persona, donde lejos estaba la posibilidad de imaginar siquiera que se tratase de un grupo de delincuentes, programado para atacar realmente la autoridad, -si es que se dio ese ataque porque hasta ello es oscuro-, y respecto de lo cual el manejo jurídico de la Fiscalía no era acertado, mas bien errático, asumido para tratar de darle solidez aparente a su caso. En actitud pasiva y mecánica aceptó el cuadro incriminatorio, sin solicitar las explicaciones y claridades que se podían demandar. Añadió a su desacierto, el manejo desinteresado, negligente y formal respecto de la formulación de la imputación y la respuesta de los imputados, donde se limitó a dar lectura, en forma fría e inerte, a una norma de  contenido vivo e insoslayable, que necesitaba de la calidez y compromiso que hay que imprimirle a los textos consagratorios de derechos y garantías fundamentales, sin permitirles a los imputados conocer en su cabal dimensión todo ese complejo y definitivo acto de allanarse a los cargos, aceptar la responsabilidad penal y someterse a las consecuencias derivadas de ese descomunal proceder. Y ahondó la rutina cuando siendo testigo de una precaria y pobre asesoría técnica de los imputados, de que seguramente se les había aconsejado se allanasen a los cargos, sin brindarles un apoyo profesional serio y honesto, dejó que la suerte de esas cinco (5) personas quedase amarrada a un asentimiento no sentido voluntariamente, no espontáneo, surgido de un afán inusitado, poco escrupuloso y desatento, formado incorrectamente precisamente por el cúmulo de la deformidad, a la cual concurrieron las omisas actitudes de la juez y el pobre y lamentable desempeño del togado encargado de la defensa técnica onerosa.
Fecha: 10 09 09

Rad. 05 2008 8009 

Acta 

Conducta punible: Porte de armas de fuego.

Decisión de primera instancia: Condenó a los acusados.

Tema: Labor del juez de garantias

Problema jurídico: Cinco personas condenadas por el porte ilegal  de una sola arma de fuego accionada por uno de ellos. 

Decisión de la Sala Penal: Revoca y absuelve a cuatro de ellos.

MP Ranulfo Guerrero Guerrero.  

===========================================================================

MINISTERIO PUBLICO

Facultades limitadas en el curso del juicio oral

Caso en el cual el Agente del Ministerio Público  solicita la práctica de una prueba que para las partes resulta desconocida, ignorada y sobre la cual ellas no saben de su existencia. 
Requisitos de la solicitud excepcional de pruebas por parte del Ministerio Público.
En este caso nos encontramos frente a una actitud omisa de la Fiscalía que el Ministerio Público quiere reparar. Ello es evidente. Y ese no es el papel que el estatuto adjetivo le ha encomendado a la representación de la sociedad, máxime en este caso cuando, como lo adveró el juez, se rompe el equilibrio, se desbalanzan las cargas y se crea un vínculo adicional o un matrimonio que termina por engendrar funestos precedentes y socorrer inercias injustificadas. Se trata de un acto de prueba que es fácil captarlo, discernirlo e identificarlo, que emerge su necesidad del contexto del escrito de acusación, en donde a través de la relación de los actos de investigación se da cuenta de que la menor juega un papel protagónico acerca del conocimiento de los hechos y la obtención de la verdad real.
Fecha: 22 09 09

Rad. 3 2006 18996

Acta 

Conducta punible: Homicidio agravado y porte de armas de fuego.

Problema jurídico: Puede o no  el Ministerio Público dentro de sus facultades, solicitar pruebas dentro de un proceso penal.

Decisión de primera instancia: Negó la solicitud de la Procuraduría de practicar, en el juicio oral, el testimonio de la menor.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Ranulfo Guerrero Guerrero

Salvamento de Voto:  Recuérdese que la participación del Ministerio Público dentro del proceso penal está conectada inescindiblemente con el artículo 277 de la Carta política que soporta dicha intervención en la necesidad de proteger el patrimonio público, el orden jurídico y las garantías y derechos fundamentales:

ARTICULO 277. El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: 

(…)

7. Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 

Ese y no  otro es el raigambre constitucional de la intervención probatoria del Ministerio público y por ello se debe mensurar con sumo cuidado esa participación pues el papel del organismo de control no puede diluirse en el favorecimiento a una de las partes y menos aún, como pudiera pensarse en este caso, que se utilice tan excepcional facultad en remediar o encubrir la incuria, negligencia o ignorancia de la Fiscalía o de la defensa.

Es por eso que  la prueba debe ser esencial para el fin del proceso, tanto que pueda tornarse en determinante de las resultas del mismo, de lo contrario la excepcionalidad resultaría ser una postura común. 

También debe ser la última ratio probatoria, es decir opera cuando las partes han agotado sus posibilidades probatorias enmarcadas por su teoría del caso, momento en el que le surge al procurador o Ministerio público en general un interés superior en el proceso que se desprende del cometido constitucional del artículo 277-7, dirigido a proteger el orden jurídico y las garantías y derechos fundamentales. De ahí que se trate de una prueba de colorido  e importancia indiscutible que sin ella el proceso sufra un desmedro, una capitis diminucio o simplemente se sopese que no cumplirá sus fines de justicia material, verdad procesal y respeto a los derechos fundamentales y en general sometimiento al debido proceso.  
MD Orlando Echeverri Salazar

MINISTERIO PUBLICO

Labor del Ministerio Público

Práctica excepcional de prueba.

Actitud omisiva de la Fiscalía que el Ministerio Público quiere reparar. 

En este caso nos encontramos frente a una actitud omisa de la Fiscalía que el Ministerio Público quiere reparar. Ello es evidente. Y ese no es el papel que el estatuto adjetivo le ha encomendado a la representación de la sociedad, máxime en este caso cuando, como lo adveró el juez, se rompe el equilibrio, se desbalanzan las cargas y se crea un vínculo adicional o un matrimonio que termina por engendrar funestos precedentes y socorrer inercias injustificadas. Se trata de un acto de prueba que es fácil captarlo, discernirlo e identificarlo, que emerge su necesidad del contexto del escrito de acusación, en donde a través de la relación de los actos de investigación se da cuenta de que la menor juega un papel protagónico acerca del conocimiento de los hechos y la obtención de la verdad real. 

Fecha: 22 09 09

Rad. 193 2006 18996

Acta 

Conducta punible: Homicidio agravado y porte de armas de fuego.

Tema: Labor del Ministerio Público.

Decisión de juez con funciones de conocimiento: Negó la solicitud de la Procuraduría de practicar, excepcionalmente, en el juicio oral, el testimonio de menor de edad.

Decisión de la Sala Penal: Confirma

MP Ranulfo Guerrero Guerrero. 

==================================================================
NULIDAD

Debido proceso

Aceptación por el imputado

Fiscalía solo realizó la imputación fáctica pero no le informó la posible pena a imponer y la consecuencia de allanarse a los cargos. 

Ya en la audiencia de formulación de acusación al momento en que el Juez de conocimiento solicita el traslado del escrito de acusación a la Fiscalía, está informa que de acuerdo a lo conversado con el imputado y su defensor existe la posibilidad que el imputado se allane a los cargos, para ello solicita se le conceda el uso de la palabra a la defensa, quien informa que efectivamente observando las ventajas de un allanamiento a los cargos es voluntad del imputado allanarse a los mismos. 

El Juez le pregunta al imputado si es su voluntad allanarse a los cargos, el procesado manifestó que si era su voluntad. Procedió a leerle los derechos del Art. 8 de la ley 906 y en seguida le preguntó al imputado si entendía los cargos que le formulara la Fiscalía o si deseaba que se los recordara, asintiendo por esto último. Y es a partir de aquí donde considera la Sala se presenta un yerro sustancial cual es que el Fiscal solo se limitó a recordar la imputación fáctica de lo acaecido e igualmente señaló que ante el Juzgado Veintiséis Penal Municipal se realizaron las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. Observa la Sala que la Fiscalía solo realizó la imputación fáctica pero no le informó la posible pena a imponer y la consecuencia de allanarse a los cargos conforme al Art. 351 de la ley 906 de 2004, y la prohibición que preceptúa el Art. 26 de la Ley 1121 de 2006. 
  La actuación procesal anterior permite señalar que el Juez de conocimiento tenía el deber de exigirle al fiscal que realizara la imputación jurídica de acuerdo con sus efectos penales y aclararle las consecuencias jurídicas respecto de la aceptación, puesto que al haberse omitido dicha información se cercena la posibilidad al imputado de conocer de manera detallada los pormenores de la pena que se le va a enrostrar y para ello es claro, se itera- que debía informarle no solo como se encuadraba su conducta en la norma penal sino también los efectos de la pena en caso de allanarse a los cargos. En esa medida considera la Sala que dicho allanamiento no se encuentra ajustado a las normas legales. El Art. 288-2 de la ley 906 dispone que para la formulación de la imputación la Fiscalía debe relacionar clara y sucintamente los hechos jurídicamente relevantes, como también lo prescribe el Art. 337-2 ídem, con respecto al escrito de acusación. 

En ese sentido, en la medida en que los hechos puestos en conocimiento nuevamente en la audiencia de formulación de acusación  -momento en que se presenta el allanamiento- pueden ser valorados jurídicamente de diferente manera, no se garantizaría plenamente el derecho de defensa, si se da por entendido que con la formulación de imputación es suficiente para entender que el imputado ya conoce las prohibiciones de la Ley 733 de 2002, debió aludirse a la Ley 1121 de 2006. Considera la Sala que en ese momento se hacia necesario informar de los cargos al imputado no solo fácticamente sino jurídicamente, esto es informarle al imputado todas las implicaciones de un eventual allanamiento unilateral a cargos o preacuerdo (Art. 131 ídem), necesariamente se infiere que debe decírsele cuál o cuáles son las prohibiciones legales que existe respecto del delito a él atribuido.

En mérito de lo anterior esta Corporación, considera importante que no solo desde la formulación de la imputación deben precisarse con toda claridad los cargos tanto desde el punto de vista fáctico como jurídico, sino también explicarse esos tópicos y las consecuencias y prohibiciones sobre aceptación de cargos al momento en que el imputado tenga la voluntad de allanarse a los cargos, esta por cuanto la lealtad se hace exigible de las partes y del juez respecto del procesado.  
 En este sentido, encuentra la Sala que al pasar por alto la información de la prohibición que trae la Ley 1121 de 2006 que debía suministrar el fiscal al imputado se transgrede el debido proceso, puesto que como ahora lo razona el defensor teniendo esa información bien pudiera haber seguido de largo la audiencia de formulación de acusación y proseguir hasta el final con el juicio oral puesto que en palabras del recurrente no existe razón de allanarse a los cargos sin recibir una rebaja de pena de acuerdo a lo pregonado por el Art. 351 de la Ley 906 de 2004, hecho que indica que al estar informado correctamente la decisión de allanarse posiblemente sería otra, concluyéndose que se afectó igualmente el derecho del procesado de estar plenamente informado antes de tomar la decisión sobre aceptación de cargos. 

Considera la Sala que la decisión que debe adoptarse, no puede ser otra que decretar la nulidad del acto de convalidación de la aceptación de cargos con el objetivo que la Fiscalía informe de manera completa al imputado las consecuencias y prohibiciones jurídico penales en caso de aceptar los cargos, quedando con plena validez la imputación y la medida de aseguramiento.   

Recuerda la Sala que tanto la Fiscalía como el Juez ya sea de control de garantías o de conocimiento, deben a partir de las circunstancias fácticas precisar su adecuación típica, so pena de afectar los principios de tipicidad estricta y de legalidad.

Fecha: 21 07 09

Rad. 07 2008 01449 

Acta 172

Conducta punible: Extorsión agravado en grado de tentativa

Decisión de primera instancia: Condenó al imputado

Decisión de la Sala Penal: Decretó la nulidad del acto de aceptación de cargos.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

=============================================================================================== 
NULIDAD.

Identificación o individualización.

Juez actuó ignorando el contenido del artículo 128 de la Ley 906 de 2004.

Hay en el proceder judicial trasgresión u omisión del contenido del artículo 128 de la Ley 906 de 2004. Y esa falencia se torna de gran y mayor envergadura cuando el proceso fue sentenciado y se condenó a quien responde al nombre de OSCAR ANDRES MILLAN TABORDA y adujo ser indocumentado. La falla radica en la pretermisión no sólo del contenido de la norma referida, sino de su parágrafo, -adicionado por el artículo 11 de la Ley 1142 de 2007-, el cual obliga, una vez producida la captura y obtenida la incompleta identificación de la persona al no presentarse el documento respectivo (cédula en este caso),  surtir la toma del registro decadactilar y su remisión inmediata a la Registraduría Nacional del Estado Civil para agotar el procedimiento reglado en dicha disposición; debiendo advertirse que solo una vez obtenida la información proveniente de esa entidad, era factible realizar por el juez de conocimiento el trámite consagrado en el artículo 447 de la Ley 906 de 2004 y emitir, luego, la condigna sentencia. 

Asi concebido el asunto, es innegable que el juez de conocimiento actuó ignorando el contenido del artículo 128 de la Ley 906 de 2004, pues estando en entredicho la identificación real y cierta de quien dijo llamarse CARLOS ANDRES MILLAN TABORDA, sentenció el proceso, cuando era de rigor esperar que la Fiscalía General de la Nación agotase de manera cabal y completa todo el proceso de individualización del acusado. Siendo ello evidente, hay que anular de manera integral el trámite agotado el día 23 de febrero de 2009, correspondiente al contenido del artículo 447 ibidem y el proferimiento del proveído condenatorio N° 046 de esa misma fecha.

Fecha: 28 07 09

Rad. 01 2008 02124

Acta

Conducta punible: Tráfico de estupefacientes.

Decisión de primera instancia: Condenó a 32 meses de prisión.

Decisión de la Sala Penal: Decretó la nulidad de lo actuado.

MP Ranulfo Guerrero Guerrero.

==========================================================================
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCION PENAL

Procesado renunció a la prescripción. 

Como quiera que el procesado  manifestó su deseo de renunciar a la prescripción, aplicando lo prescrito en el artículo 85 ejusdem, el Juez de instancia debió haber proferido decisión definitiva dentro del término de dos años contados a partir de la prescripción,

 Habiendo operado el fenómeno jurídico de la prescripción, el a-quo se apartó de lo conceptuado en el artículo 85 ibídem y profirió sentencia condenatoria en contra del procesado, decisión que a todas luces resulta contraria al ordenamiento jurídico procesal penal, razón por la cual se requerirá al Juzgador para que en lo precedente se preste más cautela a esta circunstancia.  Así las cosas, esta Sala debe decretar la extinción de la acción penal y por tanto la cesación de procedimiento, por cuanto transcurrió más de dos años a partir de la prescripción objetiva, sin que se hubiese proferido la decisión definitiva.
Fecha: 13 08 09

Rad. 09 2008 00220

Acta 186

Conducta punible: Falsedad en documento privado y fraude procesal. 

Decisión de primera instancia: Profirió sentencia condenatoria.

Decisión de la Sala Penal: Declaró la extinción de la acción penal, en virtud a la prescripción. 

MP Esperanza Durán Ariza. 

===========================================================================
PRISION DOMICILIARIA.

Padre cabeza de hogar
Compañera tiene quince años de edad con un bebe de dos meses y se encuentra desprotegida debido a la reclusión de su compañero.
El desempeño personal, laboral, familiar o social del infractor que exige la norma debe analizarse no solo frente al delito cometido, sino frente al comportamiento anterior e inclusive posterior al mismo, a efectos de considerar la procedencia del beneficio. 

Debe señalarse como primera medida que los hechos por los cuales fue juzgado y condenado el señor  son de suma gravedad, se han convertido en una de las conductas antisociales que se presentan a diario en nuestro país, haciendo que la comunidad reclame de la justicia una sanción drástica que permita frenar los índices de criminalidad, sin embargo, el desempeño personal, laboral, familiar o social del infractor que exige la norma como determinante para verificar por parte la autoridad judicial que no se colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, debe analizarse no solo frente al delito cometido, sino frente al comportamiento anterior e inclusive posterior al mismo, a efectos de considerar la procedencia del beneficio.

Y es que de no actuar así, en ningún evento sería procedente la concesión del beneficio toda vez que todas las conductas que se encuentran tipificadas en la normatividad penal son graves claro está unas con mayor intensidad, y por el hecho de serlo ameritan sanción punitiva por parte del Estado, es por esto que el legislador atendiendo las funciones de la pena de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad ha consagrado unos criterios que deben atenderse, en este caso si el desempeño del condenado permite inferir que no colocará nuevamente en peligro a su compañera y a su hija  recién nacida, ni a la comunidad a la cual pertenece.

Se trata de una persona joven de 25 años de edad, que según afirmaciones de la defensa amparadas por la presunción constitucional de buena fe, se encontraba estudiando para ser escolta y hasta el mes de octubre del año pasado, estaba laborando como inspector de seguridad industrial, además asumió su responsabilidad como padre iniciando una vida de pareja con la menor con quien procreó una hija, aspecto que denota un alto grado de sensibilidad en el aspecto familiar. Igualmente es un hombre que desde el primer momento en que fue sometido a las autoridades, aceptó los cargos, indemnizó a la víctima del delito demostrando su arrepentimiento y su colaboración con la justicia, no posee ningún tipo de antecedentes ni anotaciones penales, lo que permite inferir que es una persona primigenia en el delito y que se encuentra a tiempo de resocializarse en el seno de su hogar y de la sociedad de la que hace parte.

Para la Sala, este tipo de aspectos deben considerarse dentro del análisis del desempeño personal, laboral, familiar y social del sentenciado, y no como se viene haciendo en forma sesgada atendiendo exclusivamente las circunstancias que rodearon el hecho criminoso, ya que esta interpretación elimina cualquier posibilidad de atender la prioridad que tienen los hijos menores de edad, o con incapacidad física o mental que se encuentren a cargo de la persona que deba purgar una pena de prisión, para que se conceda este beneficio legislativo a su madre o padre, y de esta forma asuma sus obligaciones de amor, cuidado, protección y manutención para con su grupo familiar.

Una vez analizado el desempeño personal, es decir, su comportamiento como individuo, el desempeño familiar, o sea, la forma como ha cumplido efectivamente sus deberes para con su familia y la manera como se relaciona con su grupo familiar, el desempeño laboral, con el fin de apreciar su comportamiento pasado en una actividad lícita y el desempeño social, para apreciar su proyección como miembro responsable dentro de la comunidad, esta Corporación ha considerado los siguientes elementos que deben ser valorados por el juez para efectos de conceder la prisión domiciliaria por tratarse de padre cabeza de familia:
(i) Que la medida sea manifiestamente necesaria, en razón al estado de abandono y desprotección a que quedarían expuestos los hijos del condenado, (ii) que ésta sea adecuada para proteger el interés del menor y (iii) que no comprometa otros intereses y derechos constitucionalmente relevantes.

Para la Sala es estrictamente necesario que el señor  cumpla su pena de prisión en su sitio de residencia, no solo porque tiene una hija de apenas dos meses de edad que necesita de su amor, cuidado y protección, sino porque a su lado tiene como compañera y madre de su hija igualmente a una mujer menor de edad, la que necesita de la presencia de éste para cumplir esa tarea, a su corta de edad no sería razonable exigirle que labore para que le brinde a su hija la manutención económica, no solo por cuanto estaríamos en contra de la norma de protección a los menores trabajadores sino que además se estaría privando a la recién nacida del derecho constitucional fundamental a tener una familia y no ser separada de ella, teniendo otras alternativas viables para el cumplimiento de la pena de prisión, que la ley ha contemplado en beneficio de los niños.
Fecha: 28 07 09

Rad. 05PM 2008 11097

Acta 182

Conducta punible: Hurto calificado agravado.

Decisión de primera instancia: Condenó y negó la sustitución de la pena de prisión intramural por domiciliaria.

Decisión de la Sala Penal: Revoca y concede la prisión domiciliaria.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.

===========================================================================
PRUEBA

Principios generales. 

Necesidad de la prueba

No es posible emitir sentencia condenatoria en contra de una persona sin que obre en el proceso certeza de la conducta y de la responsabilidad penal del procesado. 

El contenido del inc. 2 del art. 232 ibídem equivale tanto como a decir que, dentro de la escala probatoria determinada por nuestro estatuto procesal, de la probabilidad de la responsabilidad del justiciable que es el estado del espíritu  en que se halla el juzgador al convocarlo a juicio,  se debe pasar en este momento del proceso al más alto grado del conocimiento, el cual supone la eliminación de toda duda racional, deviniendo la seguridad de que los hechos han ocurrido de determinada manera que es lo que, en esencia, constituye la certeza racional.”
La certeza de la existencia de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado, son los factores determinantes para la emisión de un fallo condenatorio, siguiendo las pautas señaladas en el artículo 232 del ordenamiento procesal penal.
Fecha: 02 10 09

Rad. 04 2008 00119

Acta 242

Conducta punible: Tentativa de homicidio

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Decisión de la Sala Penal: Confirma

MP Esperanza Durán Ariza. 

PRUEBA INDICIARIA.

Requisitos.

Indicio de huellas materiales del delito.

 Para que el hecho tenga las notas de indicio es necesario que reúna ciertos requisitos. Las reglas delineadas por la doctrina y la jurisprudencia permiten mantener la construcción y valoración de la prueba dentro de los límites propios de una crítica razonada. La ley fija unas pautas mínimas para la construcción del indicio. El indicio debe ser construido, la única forma de hacerlo es a través de un claro raciocinio, de un juicio lógico. El indicio no es el hecho indicador, como equivocadamente suele ser confundido, en la práctica se suele cometer el error de que por ejemplo el procesado tiene antecedente o un móvil para delinquir y se deduce el indicio de su participación en el delito, tomándose de otra manera, el hecho indicador como la totalidad del indicio. 

Fecha: 07 09 09

Rad. 06 2006 00166

Acta 207

Conducta punible: Homicidio Agravado. Tentativa de homicidio. Porte ilegal de armas.

Decisión de primera instancia: Absolvió.

Decisión de la Sala Penal: Revoca y condena.

MP Esperanza Durán Ariza
PUNIBILIDAD

Mayor y menor punibilidad

Motivación de las sanciones

Dosificación de la sanción.
Se ocupará esta instancia, en forma puntual, de revisar y definir lo relativo a la medida de la sanción impuesta al acusado  y a la posibilidad de otorgarle el subrogado de la condena de ejecución condicional, en caso de darse la redosificación de la sanción. En tal sentido se pronunció la defensa técnica, recurrente del fallo condenatorio. 

y debe aceptar que en la labor de dosificación de la sanción existe un yerro mayúsculo que es menester enmendar, pues constituye trasgresión clara del contenido del artículo 59 del Código Penal.

Antes de entrar en materia es preciso poner de presente que el artículo 59 del Código Penal, norma desconocida en este caso, contiene un principio rector en materia de punibilidad, en la medida que dicho dispositivo consagra el imperativo categórico de la motivación de las sanciones, mirada desde las ópticas de su calidad y cantidad. Se trata, en consecuencia, de una normativa de aplicación exigente y rigurosa para los jueces de la república, constitutiva de una garantía fundamental y primaria, creada precisamente para evitar el desafuero y la arbitrariedad en que se pueda incurrir cuando se ejercite por parte del Estado el ius puniendi o la facultad de penalizar las acciones punibles o actos desviados a través de las consecuencias penales respectivas. Su omisión, ignorancia o desconocimiento, afrenta ineludiblemente el debido proceso y, por ende, desborda la facultad de reprimir los hechos considerados dañosos socialmente,  por lo que su corrección se impone, incluso, de manera oficiosa, so riesgo de incurrir en violación directa de la ley sustancial. 

La norma citada tiene un contenido singular, claro y explícito, 
que no deja margen alguno a la hesitación, poniendo de relieve la obligación y necesidad de que toda sentencia condenatoria debe contener la motivación explícita de la calidad y cantidad de sanción impuesta. Desde luego que ello significa la urgencia de expresar, sin ambages, reticencias u oscuridades las razones por las cuales se fija una especie determinada de sanción (privativa de la libertad, pecuniaria, etc.) y su monto o justiprecio. Es claro el mandato sobre el carácter explícito, categórico o concreto de la motivación, como fundamento primario del principio reseñado.   

En esas condiciones, es fácil advertir que, tal como se adveró anteriormente, la labor de dosificación de la sanción realizada por el juez sentenciador es errónea, porque carece, precisamente, de motivación explícita. Basta revisar los registros de la audiencia surtida el día 30 de junio de 2009 y el texto de la sentencia 093 de la misma data, en lo que respecta a haberse alojado, dentro del primer cuarto o cuarto mínimo, en la cifra de 80 meses, para comprenderlo y deducirlo.
Fecha: 01 09 09

Rad. 13 2006 20025

Acta 

Conducta punible: Acceso carnal abusivo con menor de catorce años.

Decisión de primera instancia: Condenó a cuarenta meses de prisión  negándole el subrogado de la condena de ejecución condicional y el sustituto de la prisión domiciliaria. 

Decisión de la Sala Penal: Modifica e impone una pena de treinta y cuatro meses de prisión concediendo el subrogado de la condena de ejecución condicional.

MP Ranulfo Guerrero Guerrero.

===========================================================================

SUSPENSION CONDICIONAL DE LA EJECUCION DE LA PENA.

Antecedentes penales.

Certificación expedida por el DAS

A quo fundamentó la negativa de la concesión del subrogado de la suspensión condicional de le ejecución de la pena en una lectura escueta que hizo la Fiscalía de una certificación expedida por el DAS, en la que no se hace ninguna concreción sobre las fechas en que fueron proferidas las sanciones penales en contra del condenado, sin que hubiera hecho el mínimo esfuerzo para constatar la vigencia o no de las mismas. 
 El solo portar  arma de fuego sin salvoconducto permite colegir que si bien es cierto atentó contra la seguridad pública, igualmente el procesado se dispuso de inmediato a responder por sus actos, se allanó a los cargos y además considera la Sala no se trata de un delito que precisamente por la naturaleza del asunto permita concluir que estamos ante un actuar grave, por el contrario significa que el implicado no es un avezado delincuente como para mantenerlo recluso en un centro carcelario, circunstancia ésta, que analizada con la modalidad del ilícito permite deducir que no evadirá el cumplimiento de la sanción y menos representa un peligro para la sociedad.

 Del caso en concreto se observa que al señor  se le impuso una pena mínima la que al ser descontado en centro carcelario no conllevará efecto resocializador por el contrario será estereotipado; además el ahora condenado se allanó a los cargos y en anterior oportunidad le había sido concedido el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena la cual fue cumplida por el sentenciado, hechos que hacen concluir que se trata de una persona que no representa peligro para la sociedad, lo cual nos permite afirmar que es viable concederle la Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena según lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal, determinando un período de prueba de dos (2) años, lapso en el que tendrá que cumplir las obligaciones establecidas en el artículo 65 ibídem, suscribiendo la respectiva acta compromisoria, luego de cancelar como caución un monto de $200.000 para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones. 
Por otro lado, para abundar en argumentos no se puede desconocer que el A-quo fundamentó la negativa de la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena en una lectura escueta que hizo la fiscalía de una certificación expedida por el Das, en la que no se hace ninguna concreción sobre las fechas en que fueron proferidas las sanciones penales en su contra, sin que hubiera hecho el más mínimo esfuerzo para constatar la vigencia o no de las mismas, lo que en cambio si hizo la defensa, en la medida que, de acuerdo a su argumentación, logró conseguir constancias de los juzgados Primero y Diecisiete Penal del Circuito de Cali, que aunque no fueron allegadas a los registros, debido al momento en que se exhibieron, esto es, ante la segunda instancia, si obra en el registro la información al respecto, esto es, que la primera fue emitida en el año 2000 y la segunda en el año 1999 y, además, que ya se declaró la extinción penal de las mismas. Desafortunadamente, porque el imputado se allanó a los cargos, no existió el tiempo suficiente para que el procesado a través de la defensa hubiera podido aportar dicha documentación, pero ello no implica que se deba desconocer la información que se nos ha presentado, pues el no hacerlo y proceder a negar un subrogado con argumentaciones que no tienen soporte y, en cambio, han sido controvertidas debidamente, atentaría, sin lugar a dudas, en contra del debido proceso y el derecho de defensa. 
Fecha: 28 07 09. 

Rad, 14 2008 87425.

 Acta 183.

 Conducta punible: Tráfico, Fabricación y porte de armas de fuego. 

Decisión de primera instancia: Condenó a 24 meses de prisión y no concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena ni la prisión domiciliaria.

Decisión de la Sala Penal: Confirma el fallo y revoca concediendo la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período d dos años.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.
TESTIMONIO UNICO.

El testimonio único, que incuestionablemente es válido camino para llegar al conocimiento perfecto de determinado hecho o circunstancia, no pierde su validez  o se hace increíble  u hondamente sospechoso por el hecho de que en el decurso de él quien lo vierte incurra en discrepancias que no tocan con lo trascendental del asunto de que se trata y que bien pueden ser la consecuencia de la reiteración del tema a través de diversas sesiones o aún hasta  la de una posición calculada y cauta del exponente que no quiera involucrar en los hechos  a determinadas personas o referir determinados aspectos del modo de operación, etc.,  y tampoco debe ser proscrito porque del exponente sean predicables defectos o taras que lo hagan inmoral o socialmente poco recomendable, pues si así fuese una infinidad de personas por sus antecedentes, su oficio o sus costumbres estarían totalmente inhabilitadas para testificar, o, dicho en otros términos, el testimonio de muchas personas de esa condición no podría ser fuente de convicción, de certeza. 
Fecha: 07 10 09

Rad. 17 2008 00117 00

Acta 257

Conducta punible: Hurto calificado y agravado.

Decisión de primera instancia: Condenó.

Decisión de la Sala Penal: Confirma.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 

============================================================================
TRATA DE PERSONAS

Suspensión condicional de la ejecución de la pena.

En este caso, tal como lo expuso la Defensora se cumple con el aspecto cuantitativo, atendiendo que la pena impuesta a la procesada, en ningún caso superó los treinta y seis (36) meses de prisión, no ocurre lo propio respecto de factor cualitativo, debiendo esta Corporación hacer como propios los argumentos esbozados por la Juez de Primera Instancia para negar su concesión, sin que se torne suficiente, afirmar que ante la carencia de antecedentes penales, se está en presencia de una delincuente primaria que merece una oportunidad para resocializarse en el seno de su familia y comunidad. 

Nótese, que si bien, esta procesada carece de antecedentes penales, no es menos cierto que la forma en que se produjo el acto criminal, no solo crea zozobra en la ciudadanía sino alarma social dentro de la comunidad, pues no contenta con la exigencia dineraria que le exigía a su víctima por las labores sexuales que debía realizar, la intimidó informándole que si no le cancelaba el dinero la vendería a la mafia japonesa conocida como Yakusa, demostrando de esta forma la poca valía que tiene por la vida de un ser humano, al colocarla en riesgo, aunado a que su intención se enmarcó, únicamente, por medios poco ortodoxos a incrementar de manera ilícita su peculio, razones más que suficientes para que esta Colegiatura mantenga la decisión que asumió la A-quo, máxime, cuando no se cuenta con la seguridad necesaria, que al obtener su libertad se resocialice en el seno de su familia y comunidad y que no continuaran con dicha actividad delictiva, considerando que debe cumplir la totalidad de la pena de manera intramural en el centro de reclusión que para tal efecto determine el Director del Inpec.
Fecha:28 10 09

Rad.02 2004 00410
Acta 277

Conducta punible: Trata de personas

Decisión de primera instancia: Condenó a la procesada a 24 meses de prisión.

Decisión de la Sala Penal: Confirma el fallo condenatorio.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 
República  de Colombia
Rama Judicial
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